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I. LA OFICINA JUDICIAL: CONCEPTO Y ELEMENTOS ORGANIZATIVOS: UNIDADES PROCESALES DE APOYO DIRECTO Y SERVICIOS COMUNES PROCESALES

			
a) Concepto de oficina judicial


			La LO 19/2003 introdujo el concepto de oficina judicial como base de la ordenación de los órganos judiciales. De esta manera, el artículo 435 LOPJ la define como «la organización de carácter instrumental que sirve de soporte y apoyo a la actividad jurisdiccional de jueces y tribunales».

			Los principios en que se sustenta este sistema pueden resumirse en los siguientes:

			— Homogeneidad de la estructura básica de la oficina judicial en todo el territorio nacional, con base en los principios de jerarquía, división de funciones y coordinación.

			— La oficina funcionará con criterios de agilidad, eficacia, eficiencia, racionalización del trabajo, responsabilidad por la gestión, coordinación y cooperación entre Administraciones, y con respeto a los principios recogidos en la Carta de Derechos de los ciudadanos ante la Justicia.

			— Los puestos de trabajo solo podrán ser cubiertos por personal de los cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia, y se ordenarán conforme a lo establecido en las relaciones de los puestos de trabajo. Los funcionarios que presten sus servicios en las oficinas judiciales dependen orgánicamente del Ministerio de Justicia o de las Comunidades Autónomas con competencias asumidas.

			— El diseño de la oficina será flexible: su dimensión y organización se determinarán en función de la actividad a desarrollar.

			La nueva oficina judicial tiene como elemento organizativo básico la unidad, «que comprenderá los puestos de trabajo de la misma, vinculados funcionalmente por razón de sus cometidos» (artículo 436.1 LOPJ).

			En concreto, se prevén dos unidades procesales diferentes, que son las unidades procesales de apoyo directo y los servicios comunes procesales.

			
b) Unidades Procesales de Apoyo Directo


			A ellas se refiere el artículo 437 LOPJ, que les atribuye la función de asistir «a jueces y magistrados en el ejercicio de las funciones que les son propias, realizando las actuaciones necesarias para el exacto y eficaz cumplimiento de cuantas resoluciones dicten».

			En principio, cada Juzgado y cada sala o sección de un Tribunal tendrá su propia unidad procesal de apoyo directo. No obstante, por razones de volumen de trabajo, el Ministerio de Justicia, previo informe del Consejo General del Poder Judicial y de las Comunidades Autónomas con competencias en la materia, podrá acordar que una unidad procesal de apoyo directo preste servicio a varios órganos unipersonales del mismo orden jurisdiccional, y, dentro del mismo, por especialidades.

			Cada unidad procesal de apoyo directo contará con un Letrado de la Administración de Justicia, que ejercerá las funciones que les son propias, así como con los puestos de trabajo necesarios para la atención del órgano de que se trate.

			«Cada unidad contará, además, con los puestos de trabajo necesarios para la atención del órgano de que se trate, de acuerdo con el orden jurisdiccional al que pertenezca, que se determinarán en las respectivas relaciones de puestos de trabajo» (artículo 438.4).

			
c) Servicios comunes procesales


			Los servicios comunes procesales asumen labores centralizadas de gestión y apoyo en actuaciones derivadas de la aplicación de las leyes procesales. No están integrados en un órgano judicial concreto, sino que prestarán su apoyo «a todos o a alguno de los órganos judiciales de su ámbito territorial, con independencia del orden jurisdiccional al que pertenezcan y la extensión de su jurisdicción» (art. 8 LOPJ).

			Su diseño, creación y organización corresponde al Ministerio de Justicia y las Comunidades Autónomas en su respectivo territorio, y tendrán funciones de registro y reparto, actos de comunicación, auxilio judicial, ejecución de resoluciones judiciales, jurisdicción voluntaria, mediación y ordenación del procedimiento.

			«Las Salas de Gobierno y las Juntas de Jueces podrán solicitar al Ministerio y a las Comunidades Autónomas la creación de servicios comunes, conforme a las específicas necesidades. Asimismo, podrán crear servicios comunes procesales que asuman otras funciones distintas a las relacionadas en este número, en cuyo caso será preciso el informe favorable del Consejo General del Poder Judicial»

			Al frente de cada servicio común procesal habrá un Letrado de la Administración de Justicia, del que dependerán funcionalmente el resto de Letrados de la Administración de Justicia y el personal destinado en los puestos de trabajo en que se ordene el servicio de que se trate.

			Termina el artículo 438 disponiendo que «el Consejo General del Poder Judicial podrá establecer criterios generales que permitan la homogeneidad en las actuaciones de los servicios comunes procesales de la misma clase en todo el territorio nacional que, en ningún caso, podrán incidir en el ejercicio de la función jurisdiccional o en las competencias de las Administraciones Públicas en el ámbito de la Administración de Justicia».

			
d) Instrucciones del Consejo General del Poder Judicial


			Cabe hacer referencia a también a dos Instrucciones del Consejo General del Poder Judicial que afectan al funcionamiento de la oficina judicial:

			— La Instrucción 2/2010, sobre el ejercicio de las facultades de dirección e inspección por los Jueces y Magistrados, aprobada por acuerdo de 28 de octubre de 2010.

			— La Instrucción 1/2011, sobre el funcionamiento de las unidades procesales de apoyo directo a Jueces y Magistrados y su actuación coordinada con los servicios comunes procesales, aprobada por acuerdo de 31 de marzo de 2011.

			
II. LAS UNIDADES ADMINISTRATIVAS

			Según el artículo 439 LOPJ, se entiende por unidad administrativa «aquella que, sin estar integrada en la Oficina judicial, se constituye en el ámbito de la organización de la Administración de Justicia para la jefatura, ordenación y gestión de los recursos humanos de la Oficina judicial sobre los que se tienen competencias, así como sobre los medios informáticos, nuevas tecnologías y demás medios materiales».

			Dentro de dichas unidades, el Ministerio de Justicia y las Comunidades Autónomas en sus respectivos ámbitos, podrán establecer oficinas comunes de apoyo a una o varias oficinas judiciales, para la prestación de servicios, cuya naturaleza no exija la realización de funciones encomendadas a los funcionarios de los Cuerpos de la Administración de Justicia.

			Corresponde a cada Administración en su propio ámbito territorial, el diseño, la creación y organización de las unidades administrativas necesarias y de las oficinas comunes de apoyo.

			Los puestos de trabajo de estas unidades administrativas, cuya determinación corresponderá al Ministerio de Justicia y a las Comunidades Autónomas con competencias asumidas, en sus respectivos ámbitos, podrán ser cubiertos con personal de los Cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia, de la Administración del Estado y de las Comunidades Autónomas que reúnan los requisitos y condiciones establecidas en la respectiva relación de puestos de trabajo.

			
III. OFICINA DE ATENCIÓN A LAS VÍCTIMAS

			Las Oficinas de Asistencia a las Víctimas se encuentran reguladas en la Ley 4/2015, del Estatuto de la víctima del delito, y en su norma de desarrollo, el Real Decreto 1109/2015.

			Estas Oficinas se configuran como una unidad especializada y un servicio público cuya finalidad es prestar asistencia y/o atención coordinada para dar respuesta a las víctimas de delitos en los ámbitos jurídico, psicológico, y social, así como promover las medidas de justicia restaurativa que sean pertinentes. En su ámbito subjetivo de aplicación se incluyen tanto las víctimas directas como las indirectas.

			Corresponde al Gobierno y a las Comunidades Autónomas que hayan asumido competencias en materia de Justicia la creación y organización de estas Oficinas de Asistencia a las Víctimas. Salvo regulación expresa, tendrán ámbito territorial, y su ubicación se realizará teniendo en cuenta criterios que faciliten la atención a la víctima.

			La asistencia de las Oficinas incluirá, como mínimo:

			a) Información general sobre sus derechos y, en particular, sobre la posibilidad de acceder a un sistema público de indemnización.

			b) Información sobre los servicios especializados disponibles que puedan prestar asistencia a la víctima, a la vista de sus circunstancias personales y la naturaleza del delito de que pueda haber sido objeto.

			c) Apoyo emocional a la víctima.

			d) Asesoramiento sobre los derechos económicos relacionados con el proceso, en particular, el procedimiento para reclamar la indemnización de los daños y perjuicios sufridos y el derecho a acceder a la justicia gratuita.

			e) Asesoramiento sobre el riesgo y la forma de prevenir la victimización secundaria o reiterada, o la intimidación o represalias.

			f) Coordinación de los diferentes órganos, instituciones y entidades competentes para la prestación de servicios de apoyo a la víctima.

			g) Coordinación con Jueces, Tribunales y Ministerio Fiscal para la prestación de los servicios de apoyo a las víctimas.

			Asimismo, las Oficinas de Asistencia a las Víctimas realizarán una valoración de sus circunstancias particulares, con la finalidad de determinar qué medidas de asistencia y apoyo deben ser prestadas a la víctima.

			El acceso a estos servicios no estará condicionado a la presentación previa de denuncia.

			Los familiares de la víctima podrán acceder a los servicios de apoyo a las víctimas conforme a lo que se disponga reglamentariamente, cuando se trate de delitos que hayan causado perjuicios de especial gravedad.

			Las víctimas con discapacidad o con necesidades especiales de protección, así como en su caso sus familias, recibirán, directamente o mediante su derivación hacia servicios especializados, la asistencia y apoyo que resulten necesarios.

			El Real Decreto 1109/2015 se encarga de desarrollar pormenorizadamente las distintas fases de la asistencia, a saber: la acogida-orientación, la información, la intervención y el seguimiento.

			Por último, cabe hacer referencia a la Oficina de Información y Asistencia a las Víctimas del Terrorismo de la Audiencia Nacional, que tiene ámbito nacional y que, como su nombre indica, realiza funciones de información y asistencia a las víctimas de delitos de terrorismo.

			
IV. OBLIGACIÓN DE UTILIZACIÓN DEL CÓDIGO DE CONDUCTA PARA USUARIOS DE EQUIPOS Y SISTEMAS INFORMÁTICOS AL SERVICIO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

			El Código de Conducta para usuarios de equipos y sistemas informáticos al servicio de la Administración de Justicia fue aprobado mediante la Instrucción 2/2003, del Pleno del Consejo General del Poder Judicial. Su finalidad es garantizar el adecuado uso de los medios técnicos e informáticos que están a disposición de quienes prestan servicios en materia de Justicia.

			Tales aplicaciones informáticas tienen una doble finalidad:

			— Facilitar y agilizar la tramitación de los procedimientos,

			— Proporcionar información de la actividad y condiciones de funcionamiento de los Juzgados y Tribunales, para facilitar su control interno y externo.

			El Código recoge unos principios generales relativos a la utilización de los programas y archivos informáticos:

			— Deben utilizarse con una finalidad profesional,

			— La información de carácter confidencial no podrá enviarse a terceras personas u organismos distintos de los receptores de la información,

			— Todo usuario está obligado a cumplir las medidas de seguridad diseñadas por la administración competente,

			— Se extremarán las precauciones para evitar la salida de información que esté sujeta a la normativa de protección de datos de carácter personal,

			— Debe evitarse cualquier tipo de actuación que pueda considerarse como acoso o intimidación en el trabajo.

			Los programas instalados en los equipos informáticos son propiedad de la Administración de Justicia, y su instalación debe realizarse siempre de conformidad con las licencias de software con que cuente la misma.

			Se impone la obligación de utilizar los programas y aplicaciones de gestión procesal que hayan sido aprobados por el CGPJ, en particular, para cumplimentar las agendas de señalamientos, para remitir información a los Registros previstos en la Ley, para el registro de todos los asuntos o expedientes judiciales, para obtener los Libros de Registro y para la confección de los alardes y boletines estadísticos.

			Los Jueces y Magistrados adoptarán las medidas necesarias para que la elaboración de sus resoluciones se integren en la propia aplicación informática de gestión procesal.

			Por otro lado, a Administración de Justicia está organizada globalmente en torno a la red interna (red de área local o LAN). Para acceder a ella, cada usuario recibirá una clave de identificación y elegirá una contraseña. Las conexiones a través de la red deben obedecer a fines profesionales, permitiéndose un acceso para actividades personales ocasionales que deberá restringirse al máximo, y en ningún caso cabe acceder a direcciones de Internet de contenido ofensivo o atentatorio contra la dignidad humana.

			Por lo demás, todos los usuarios de la Administración de Justicia están obligados a cumplir las pautas de conducta incluidas en el Código, pudiendo derivarse responsabilidad disciplinaria.

			
V. PROTECCIÓN DE DATOS DE CARÁCTER PERSONAL EN EL ÁMBITO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

			
a) La Protección de datos en la Ley Orgánica del Poder Judicial


			La protección de datos es una materia que ha recibido especial atención en los últimos años, tanto en el Derecho Comunitario —a través, principalmente, del Reglamento 2016/769—, como en nuestra legislación nacional.

			Dentro de esta última, la LO 3/2018, de Protección de Datos Personales y garantía de derechos digitales, contiene una regulación general de la materia. No obstante, por exigencias del programa, en este tema hemos de referirnos al ámbito específico de la Administración de Justicia, por lo que hay que acudir a los artículos 236 bis y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

			Los aspectos más relevantes de esta regulación pueden resumirse en los siguientes:

			— El tratamiento de datos personales podrá hacerse con fines jurisdiccionales o no jurisdiccionales. Tendrá fines jurisdiccionales el tratamiento de datos que estén incorporados a los procesos que tengan por finalidad el ejercicio de la actividad jurisdiccional.

			— El tratamiento de los datos personales en la Administración de Justicia se llevará a cabo por el órgano competente y, dentro de él, por quien tenga la competencia atribuida por la normativa vigente.

			— El tratamiento de los datos personales se regirá por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679, la Ley Orgánica 3/2018 y su normativa de desarrollo.

			— No será necesario el consentimiento del interesado para que se proceda al tratamiento de los datos personales en el ejercicio de la actividad jurisdiccional, ya sean estos facilitados por las partes o recabados a solicitud de los órganos competentes, sin perjuicio de lo dispuesto en las normas procesales para la validez de la prueba.

			— Las resoluciones y actuaciones procesales deberán contener los datos personales que sean adecuados, pertinentes y limitados a lo necesario en relación con los fines para los que son tratados, en especial para garantizar el derecho a la tutela judicial efectiva, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.

			— Los Jueces y Magistrados, los Fiscales y los Letrados de la Administración de Justicia, podrán adoptar las medidas necesarias para la supresión de los datos personales de las resoluciones y de los documentos a los que puedan acceder las partes durante la tramitación del proceso siempre que no sean necesarios para garantizar el derecho a la tutela judicial efectiva, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.

			— Los datos personales que las partes conocen a través del proceso deberán ser tratados por estas de conformidad con la normativa general de protección de datos. Esta obligación también incumbe a los profesionales que representan y asisten a las partes, así como a cualquier otro que intervenga en el procedimiento.

			— Las Oficinas de Comunicación deberán velar por el respeto del derecho fundamental a la protección de datos personales de aquellos que hubieran intervenido en el procedimiento. Para cumplir con su finalidad, podrán recabar los datos necesarios de las autoridades competentes.

			— La Administración competente deberá suministrar los medios tecnológicos adecuados para que se proceda al tratamiento de los datos personales conforme a las disposiciones legales y reglamentarias. Asimismo, deberá cumplir con las responsabilidades que en materia de tratamiento y protección de datos personales se le atribuya como administración prestacional.

			— En todo caso se denegará el acceso a los datos objeto de tratamiento con fines jurisdiccionales cuando las diligencias procesales en que se haya recabado la información sean o hayan sido declaradas secretas o reservadas.

			— Respecto a las operaciones de tratamiento efectuadas con fines jurisdiccionales por los Juzgados, Tribunales, Fiscalías, y las Oficinas judicial y fiscal, corresponderán al Consejo General del Poder Judicial y a la Fiscalía General del Estado, en el ámbito de sus respectivas competencias, las funciones de supervisar el cumplimiento de la normativa, promover la sensibilización de los profesionales, emitir informe sobre códigos de conducta, tramitar y responder las reclamaciones presentadas y facilitar información a cualquier interesado que lo solicite en relación con el ejercicio de sus derechos en esta materia.

			— Para el ejercicio de estas funciones, se establece la Dirección de Supervisión y control de Protección de Datos del Consejo General del Poder Judicial.

			— Los tratamientos de datos con fines no jurisdiccionales estarán sometidos a la competencia de la Agencia Española de Protección de Datos.

			
b) La Ley Orgánica 7/2021, de protección de datos personales tratados para fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales


			Esta Ley Orgánica tiene por objeto establecer las normas relativas a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de los datos de carácter personal por parte de las autoridades competentes, con fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, incluidas la protección y prevención frente a las amenazas contra la seguridad pública.

			Será autoridad competente, a estos efectos, toda autoridad pública que tenga competencias encomendadas legalmente para el tratamiento de datos personales.

			En particular, tendrán esa consideración, en el ámbito de sus respectivas competencias, las siguientes autoridades:

			a) Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

			b) Las Administraciones Penitenciarias.

			c) La Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

			d) El Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

			e) La Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo.

			También tendrán consideración de autoridades competentes las Autoridades judiciales del orden jurisdiccional penal y el Ministerio Fiscal.

			Los datos personales serán:

			a) Tratados de manera lícita y leal.

			b) Recogidos con fines determinados, explícitos y legítimos, y no serán tratados de forma incompatible con esos fines.

			c) Adecuados, pertinentes y no excesivos en relación con los fines para los que son tratados.

			d) Exactos y, si fuera necesario, actualizados. Se adoptarán todas las medidas razonables para que se supriman o rectifiquen, sin dilación indebida, los datos personales que sean inexactos con respecto a los fines para los que son tratados.

			e) Conservados de forma que permitan identificar al interesado durante un período no superior al necesario para los fines para los que son tratados.

			f) Tratados de manera que se garantice una seguridad adecuada, incluida la protección contra el tratamiento no autorizado o ilícito y contra su pérdida, destrucción o daño accidental. Para ello, se utilizarán las medidas técnicas u organizativas adecuadas.
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I. EL LETRADO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA: SU CONFIGURACIÓN EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO

			Como afirma Díez-Picazo Giménez, los Letrados de la Administración de Justicia, denominados secretarios judiciales hasta la reforma operada por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, son una «pieza básica de la estructura y funcionamiento de todo órgano jurisdiccional».

			Los Letrados de la Administración de Justicia son funcionarios públicos que constituyen un Cuerpo Superior Jurídico, único, de carácter nacional, al servicio de la Administración de Justicia, dependiente del Ministerio de Justicia, y que ejercen sus funciones con el carácter de autoridad. Además, ostentan la dirección de la oficina judicial.

			Su regulación se encuentra en los artículos 440 a 469 LOPJ y en el Reglamento Orgánico del Cuerpo de Secretarios Judiciales (Real Decreto 1608/2005, de 30 de diciembre).

			En concreto, la regulación de la Ley Orgánica del Poder Judicial se estructura en cuatro capítulos, que tratan, respectivamente, de:

			— Estatuto personal

			— Funciones

			— Ordenación del Cuerpo

			— Responsabilidad disciplinaria.

			El artículo 444 LOPJ establece que los funcionarios del Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia, tendrán iguales derechos individuales, colectivos y deberes, que los establecidos en el Libro VI de la Ley, es decir, los previstos para los distintos cuerpos de funcionarios al Servicio de la Administración de Justicia.

			Con carácter supletorio, será de aplicación el Estatuto Básico del Empleado Público y el resto de la normativa estatal sobre función pública.

			La ordenación del cuerpo es objeto de estudio en el tema 4 del programa. Nos interesa resaltar aquí que se trata de un cuerpo jerarquizado, bajo la superior dependencia del Ministerio de Justicia. A tal efecto, se establece una estructura en cuya cúspide se encuentra el Secretario General de la Administración de Justicia. Por debajo de él se sitúan los Secretarios de Gobierno, que existirán en el Tribunal Supremo, en la Audiencia Nacional, en cada Tribunal Superior de Justicia y en las ciudades de Ceuta y Melilla. Asimismo, en cada provincia existirá un Secretario Coordinador.

			
II. FUNCIONES: PRINCIPIOS DE ACTUACIÓN

			Las funciones de los Letrados de la Administración de Justicia se encuentran reguladas en los artículos 452 y siguientes LOPJ. El primero de estos preceptos establece unos principios generales que deben observar en el desempeño de dichas funciones:

			— Legalidad e imparcialidad: el primero significa que deben actuar siempre con sujeción al ordenamiento jurídico. La imparcialidad implica la ausencia de vínculos con las partes y de interés en el resultado del procedimiento. Para garantizarla, se establecen unas causas de abstención y recusación, que se estudian en otro tema del programa.

			— Autonomía e independencia en el ejercicio de la fe pública judicial.

			— Unidad de actuación y dependencia jerárquica en todas las demás.

			— Prohibición de delegación y de habilitación.

			En el presente tema, por exigencias del programa, nos detendremos en el estudio de las funciones de fe pública judicial, estadística judicial, documentación, impulso y ordenación del proceso, dirección técnico-procesal, policía de vistas, responder de las piezas de convicción y de los depósitos y consignaciones.

			No obstante, existen otras muchas funciones que conviene, al menos, mencionar, como son:

			— La dación de cuenta.

			— Informar a las partes interesadas y a quienes tengan interés legítimo sobre el estado de las actuaciones judiciales.

			— También les atañe garantizar que el reparto de asuntos se realiza de acuerdo con las normas aprobadas para ello por las Salas de Gobierno de los Tribunales de Justicia.

			— Tras la reforma de la Ley 13/2009, los Letrados de la Administración de Justicia asumen la competencia en materia de ejecución, «salvo aquellas competencias que exceptúen las leyes procesales por estar reservadas a Jueces y Magistrados».

			— En la jurisdicción voluntaria, conocerán de los expedientes que les atribuye la Ley 15/2015.

			— Esta misma ley les declara competentes para conocer de los actos de conciliación junto con los Juzgados de Paz.

			— Tramitación y, en su caso, resolución de los procedimientos monitorios. En concreto, deberán dictar el decreto de archivo ante la falta de pago y de oposición del deudor.

			— Mediación.

			— Cualesquiera otras que expresamente se prevean, como la responsabilidad del Archivo Judicial de Gestión, la colaboración con la Administración Tributaria en la gestión de los tributos que les sea encomendada en la normativa específica, etcétera.

			
III. LA FE PÚBLICA JUDICIAL

			La primera función que se atribuye a los Letrados de la Administración de Justicia es la fe pública judicial, en cuya virtud «dejarán constancia fehaciente de la realización de actos procesales en el Tribunal o ante este y de la producción de hechos con trascendencia procesal mediante las oportunas actas y diligencias» (artículo 453).

			No obstante, no será precisa la presencia del Letrado de la Administración de Justicia en las vistas cuando se utilicen medios técnicos de grabación o reproducción, aunque aquel deberá garantizar la autenticidad e integridad de lo grabado o reproducido.

			En el ejercicio de esta función, para la que no será precisa la intervención adicional de testigos, los Letrados de la Administración de Justicia expedirán certificaciones o testimonios de las actuaciones judiciales no declaradas secretas ni reservadas, y autorizarán y documentarán el otorgamiento de poderes para pleitos.

			
IV. LA ESTADÍSTICA JUDICIAL

			Conforme al artículo 461 LOPJ, la estadística judicial es responsabilidad de los Letrados de la Administración de Justicia.

			La Estadística Judicial constituye un instrumento básico al servicio de las Administraciones Públicas y del Consejo General del Poder Judicial para la planificación, desarrollo y ejecución de las políticas públicas relativas a la Administración de Justicia y, en particular, para las siguientes finalidades:

			a) El ejercicio de la política legislativa del Estado en materia de justicia.

			b) La modernización de la organización judicial.

			c) La planificación y gestión de los recursos humanos y medios materiales al servicio de la Administración de Justicia.

			d) El ejercicio de la función de inspección sobre los juzgados y tribunales.

			Los Letrados de la Administración de Justicia se responsabilizarán de la elaboración de la estadística conforme a los criterios que establezca la Comisión Nacional de Estadística Judicial, por cuyo cumplimiento velarán los Secretarios de Gobierno respectivos, contrastando la veracidad de los datos. Deberán respetar en todo caso lo establecido en los planes estadísticos, generales y especiales, de la Administración de Justicia y los criterios uniformes y de obligado cumplimiento que haya sentado la Comisión Nacional en cuanto a la obtención, tratamiento informático y transmisión de los datos estadísticos.

			La Comisión Nacional de Estadística Judicial está integrada por el Ministerio de Justicia, una representación de las Comunidades Autónomas con competencias en la materia, el Consejo General del Poder Judicial y la Fiscalía General del Estado.

			
V. LA ACTIVIDAD DE DOCUMENTACIÓN, IMPULSO Y ORDENACIÓN DEL PROCESO

			
a) Actividad de documentación


			Una de las funciones que la ley atribuye a los Letrados de la Administración de Justicia es la de documentación y formación de los autos y expedientes, debiendo dejar constancia de las resoluciones judiciales y de las dictadas por ellos mismos.

			A lo largo del articulado de la Ley de Enjuiciamiento Civil, podemos encontrar distintos casos en que se exige la realización de actas para documentar actuaciones: así, el apoderamiento del procurador apud acta por comparecencia personal ante el Letrado de la Administración de Justicia, el interrogatorio de parte en su domicilio, el reconocimiento judicial, la diligencia de embargo, etcétera.

			Ahora bien, hay que tener en cuenta la importante incidencia que han tenido en esta materia las nuevas tecnologías, que han dado lugar a que el acta en soporte documental asuma un papel residual o secundario, y a que se utilice de forma excepcional.

			El punto de partida es el artículo 146, en cuya virtud:

			«1. Las actuaciones procesales que no consistan en escritos y documentos se documentarán por medio de actas y diligencias. Cuando se utilicen medios técnicos de grabación o reproducción, el Letrado de la Administración de Justicia garantizará la autenticidad de lo grabado o reproducido.

			2. Cuando la ley disponga que se levante acta, se recogerá en ella, con la necesaria extensión y detalle, todo lo actuado.

			Si se tratase de actuaciones que conforme a esta ley hayan de registrarse en soporte apto para la grabación y reproducción, y el Letrado de la Administración de Justicia dispusiere de firma electrónica reconocida u otro sistema de seguridad que conforme a la ley garantice la autenticidad e integridad de lo grabado, el documento electrónico así generado constituirá el acta a todos los efectos.

			Si los mecanismos de garantía previstos en el párrafo anterior no se pudiesen utilizar el Letrado de la Administración de Justicia deberá consignar en el acta los siguientes extremos: número y clase de procedimiento, lugar y fecha de celebración, tiempo de duración, asistentes al acto, peticiones y propuestas de las partes, en caso de proposición de pruebas, declaración de pertinencia y orden en la práctica de las mismas, resoluciones que adopte el Juez o Tribunal, así como las circunstancias e incidencias que no pudieran constar en aquel soporte.

			En estos casos, o cuando los medios de registro previstos en este artículo no se pudiesen utilizar por cualquier causa, el acta se extenderá por procedimientos informáticos, sin que pueda ser manuscrita más que en las ocasiones en que la sala en que se esté celebrando la actuación careciera de medios informáticos».

			Por su parte, el artículo 147 determina que «las actuaciones orales en vistas, audiencias y comparecencias celebradas ante los jueces o magistrados o, en su caso, ante los Letrados de la Administración de Justicia, se registrarán en soporte apto para la grabación y reproducción del sonido y la imagen y no podrán transcribirse.

			Siempre que se cuente con los medios tecnológicos necesarios, el Letrado de la Administración de Justicia garantizará la autenticidad e integridad de lo grabado o reproducido mediante la utilización de la firma electrónica reconocida u otro sistema de seguridad que conforme a la ley ofrezca tales garantías. En este caso, la celebración del acto no requerirá la presencia en la sala del Letrado de la Administración de Justicia salvo que lo hubieran solicitado las partes, al menos dos días antes de la celebración de la vista, o que excepcionalmente lo considere necesario el Letrado de la Administración de Justicia atendiendo a la complejidad del asunto, al número y naturaleza de las pruebas a practicar, al número de intervinientes, a la posibilidad de que se produzcan incidencias que no pudieran registrarse, o a la concurrencia de otras circunstancias igualmente excepcionales que lo justifiquen. En estos casos, el Letrado de la Administración de Justicia extenderá acta sucinta en los términos previstos en el artículo anterior.

			Las actuaciones orales y vistas grabadas y documentadas en soporte digital no podrán transcribirse, salvo en aquellos casos en que una ley así lo determine.

			El Letrado de la Administración de Justicia deberá custodiar el documento electrónico que sirva de soporte a la grabación. Las partes podrán pedir, a su costa, copia de las grabaciones originales».

			
b) Impulso del proceso


			El impulso procesal se define por Prieto-Castro como «la fuerza o actividad que produce el desenvolvimiento del proceso y lo hace avanzar hacia su fin iniciado».

			El impulso puede dejarse en manos de las partes, que serán entonces las que deban solicitar que se declare terminado un trámite procesal y se abra el siguiente; o encomendarse al órgano jurisdiccional, a quien competerá dictar las resoluciones precisas para hacer avanzar el proceso sin esperar a que exista petición de parte.

			En la actualidad el impulso de oficio rige en todos los procesos, por cuanto se ha entendido que ha de quedar comprendido dentro de las facultades del órgano judicial.

			En este sentido, el artículo 237 LOPJ dice que «salvo que la ley disponga otra cosa, se dará de oficio al proceso el curso que corresponda, dictándose al efecto las resoluciones necesarias».

			La función de impulsar el proceso ha sido asumida por los Letrados de la Administración de Justicia. El artículo 456.1 LOPJ establece que «El Letrado de la Administración de Justicia impulsará el proceso en los términos que establecen las leyes procesales».

			
c) Ordenación del proceso


			Diferente del impulso es la ordenación del proceso. Se entiende por tal la actividad que persigue que el proceso, en sus distintas fases, se conduzca en la forma que establezca la ley.

			Se distingue en la doctrina entre ordenación formal y material. La primera, referida al procedimiento, incluye aquellos trámites cuyo contenido está automáticamente determinado por la ley. En cambio, la ordenación material, referida al proceso, existe cuando se debe adoptar una decisión entre las distintas alternativas que permite la ley procesal, por lo que requieren un juicio de valor.

			La ordenación formal se lleva a cabo por medio de las diligencias de ordenación, por lo que es una función exclusiva del Letrado de la Administración de Justicia. En cambio, la ordenación material corresponde tanto a aquel como al juez, ya que puede realizarse por decretos, providencias o autos.

			
VI. LA DIRECCIÓN TÉCNICO-PROCESAL

			En el ejercicio de la dirección técnico-procesal, los Letrados de la Administración de Justicia desempeñan competencias de organización, gestión, inspección y dirección del personal en aspectos técnicos procesales. Para ello, impartirán las órdenes e instrucciones que estimen pertinentes (artículo 457).

			A lo anterior se añaden, conforme al Reglamento del Cuerpo, las siguientes funciones:

			— Asegurar la coordinación con los órganos de gobierno del Poder Judicial y con las Comunidades Autónomas que hayan recibido los traspasos de medios personales al servicio de la Administración de Justicia.

			— Hacer cumplir, en el ámbito organizativo y funcional que le es propio, las órdenes y circulares que reciba de sus superiores jerárquicos.

			Todo ello ateniéndose al protocolo de actuación en el procedimiento, que será elaborado por el Secretario Coordinador Provincial y aprobado por el Secretario de Gobierno.

			
VII. LA POLICÍA DE VISTAS

			Corresponde al Letrado de la Administración de Justicia mantener el orden en todas aquellas actuaciones que se celebren únicamente ante él en las dependencias de la Oficina judicial o fuera de ellas, en su caso, a cuyo efecto acordará lo que proceda, así como amparar en sus derechos a los presentes, de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial.

			
VIII. PIEZAS DE CONVICCIÓN

			Los Letrados de la Administración de Justicia responderán del depósito de los bienes y objetos afectos a los expedientes judiciales, así como del de las piezas de convicción en las causas penales, en los locales dispuestos a tal fin. Todo ello, sin perjuicio de las excepciones que puedan establecerse reglamentariamente en cuanto al destino que deba darse a estos en supuestos especiales.

			Conviene recordar en este punto que, según el artículo 334 LECrim, se entiende por piezas de convicción «las armas, instrumentos o efectos de cualquiera clase que puedan tener relación con el delito y se hallen en el lugar en que este se cometió, o en sus inmediaciones, o en poder del reo, o en otra parte conocida. El Secretario judicial extenderá diligencia expresiva del lugar, tiempo y ocasión en que se encontraren, describiéndolos minuciosamente para que se pueda formar idea cabal de los mismos y de las circunstancias de su hallazgo».

			
IX. LA CUENTA DE DEPÓSITOS Y CONSIGNACIONES

			La Ley Orgánica del Poder Judicial establece que los Letrados de la Administración de Justicia responderán del debido depósito en las instituciones que se determinen de cuantas cantidades y valores, consignaciones y fianzas se produzcan.

			Esta materia se encuentra regulada en el Real Decreto 467/2006, de 21 de abril, por el que se regulan los depósitos y consignaciones judiciales en metálico, de efectos y valores.

			Conforme a su artículo primero, se entiende por depósitos judiciales:

			— Los que se constituyan en cumplimiento de garantías, fianzas, cauciones u otros requisitos procesales establecidos por las leyes.

			— Los que se realicen como consecuencia de la intervención, aprehensión o incautación de moneda metálica, billetes de banco, cheques bancarios o valores realizables, efectuadas por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, por Vigilancia Aduanera o cualquier otro funcionario público, poniéndolos a disposición de la autoridad judicial competente.

			— Cualquier ingreso que se realice como consecuencia o aseguramiento del embargo de bienes, y el de las cantidades que se hallaren durante la práctica de diligencias judiciales.

			Por su parte, tienen la consideración de consignaciones judiciales:

			— Aquellas que se realicen en ejecución voluntaria o forzosa de títulos que lleven aparejada ejecución.

			— Las que se realicen con finalidad liberatoria por el obligado al pago de una cantidad, o en otros supuestos legalmente establecidos.

			Los depósitos y consignaciones judiciales se realizarán mediante ingreso de cantidades de moneda nacional o divisa extranjera convertible en una Cuenta de Depósitos y Consignaciones, quedando expresamente prohibida la utilización de otro tipo de cuentas.

			La Cuenta llevará el nombre del órgano judicial o fiscal, o del Servicio Común Procesal en cuestión. La Cuenta de cada órgano será única y en ella se recogerán los movimientos y saldos de las distintas cuentas de expedientes judiciales, integradas dentro de aquella.

			Corresponde al Ministerio de Justicia autorizar la apertura de las Cuentas de Depósitos y Consignaciones, así como su cancelación y cambio de denominación. También le incumbe designar la entidad de crédito en la que se prestará el servicio de apertura y gestión de las Cuentas.

			El Letrado de la Administración de Justicia será la única persona autorizada para disponer de los fondos existentes en la Cuenta.

			Tanto las operaciones de ingreso como las de disposición de los fondos se podrán realizar por medios electrónicos, informáticos, telemáticos o de forma manual. En este último caso, se deben utilizar los impresos normalizados oficiales de documento de ingreso, mandamiento de pago y transferencia a cuenta judicial.

			El reintegro de las cantidades se realizará mediante la expedición del mandamiento de pago a favor del beneficiario, que deberá ser hecho efectivo mediante su presentación al cobro en la entidad de crédito adjudicataria y debidamente firmado y sellado por el Letrado de la Administración de Justicia.

			La presentación al cobro deberá hacerse en un plazo de 3 meses desde el día siguiente a la fecha de emisión del mandamiento. No se excluyen los días inhábiles.

			Como particularidad, el importe de las multas y otros pagos que deban efectuarse a favor de la Administración General del Estado y de sus Organismos Autónomos se ingresará en la Cuenta de Depósitos y Consignaciones del órgano correspondiente. El Letrado de la Administración de Justicia, mediante orden de transferencia, ingresará esas cantidades en la cuenta especial de ingresos en el Tesoro Público denominada «Multas y pagos a favor del Estado», que será única para todo el territorio nacional.
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I. SISTEMAS DE SELECCIÓN DEL CUERPO DE LETRADOS DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

			Los Letrados de la Administración de Justicia son funcionarios públicos que constituyen un Cuerpo Superior Jurídico, único, de carácter nacional, al servicio de la Administración de Justicia, dependiente del Ministerio de Justicia, y que ejercen sus funciones con el carácter de autoridad. Además, ostentan la dirección de la Oficina judicial.

			Su regulación se encuentra en los artículos 440 a 469 LOPJ y en el Reglamento Orgánico del Cuerpo, aprobado por Real Decreto 1608/2005, de 30 de diciembre.

			El primero de los aspectos de este estatuto que vamos a tratar en el presente tema es el sistema de selección para el ingreso en el cuerpo.

			
a) Sistemas de acceso


			A tal efecto se establece un triple sistema (art. 442 LOPJ):

			— La oposición libre, que es el sistema ordinario de ingreso.

			— El concurso-oposición libre, que tendrá carácter excepcional, cuando se considere imprescindible para las necesidades del servicio como medida tendente a la consolidación de empleo temporal que permita una disminución del alto porcentaje de eventualidad que pudiere existir en el Cuerpo y que no hubiera sido absorbido por los sistemas ordinarios de ingreso.

			— Promoción interna mediante el sistema de concurso-oposición por los funcionarios de carrera del Cuerpo de Gestión Procesal y Administrativa que lleven, al menos, dos años de servicios efectivos en el mismo, reservándose para esta modalidad el 30 por 100 de las plazas vacantes.

			En cualquiera de estas formas de acceso, se requiere ser español, licenciado en Derecho, no estar incurso en causa de incapacidad o incompatibilidad, así como superar las pruebas selectivas que se establezcan y el correspondiente curso teórico-práctico que podrá tener carácter selectivo.

			
b) Requisitos de acceso


			El artículo 443 LOPJ añade que «El ingreso en el Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia se produce por el cumplimiento de las siguientes condiciones:

			a) Reunir los requisitos y cumplir las condiciones exigidas en la convocatoria.

			b) Superación de los procesos selectivos.

			c) Nombramiento expedido por el Ministro de Justicia y publicado en el «Boletín Oficial del Estado».

			d) Juramento o promesa de cumplir fielmente las obligaciones del cargo y guardar y hacer guardar la Constitución como norma fundamental.

			e) Toma de posesión dentro del plazo establecido».

			Una vez adquirida la condición de Letrado de la Administración de Justicia mediante el cumplimiento de los requisitos anteriores, el funcionario se integra en el escalafón del Cuerpo, que el Ministerio de Justicia aprobará cada año y que se publicará en el Boletín Oficial del Estado y comprenderá los datos personales y profesionales que se establezcan reglamentariamente (art. 443 bis LOPJ).

			El Reglamento desarrolla estos preceptos estableciendo, entre otras disposiciones, que:

			1) La convocatoria para la provisión de plazas por el sistema de oposición libre se realizará por el Ministerio de Justicia al menos una vez cada dos años, de conformidad con la Oferta de Empleo Público.

			2) El Tribunal calificador de las pruebas selectivas para el ingreso en el Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia estará constituido por un número impar de miembros y presidido por un Letrado de la Administración de Justicia de la primera categoría, y serán vocales: un Magistrado, un Fiscal; un Catedrático o un Profesor Titular de Universidad de disciplinas jurídicas; un Abogado con más de diez años de ejercicio profesional; un funcionario del Grupo A de los destinados en el Ministerio de Justicia, licenciado en Derecho, un Abogado del Estado y dos funcionarios del Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia, uno de los cuales actuará como Secretario con voz y voto.

			3) Los aspirantes que hayan superado las pruebas selectivas serán nombrados funcionarios en prácticas y seguirán un curso que tendrá carácter asimismo selectivo en el Centro de Estudios Jurídicos de la Administración de Justicia.

			4) Concluido el proceso selectivo los aspirantes que lo hubieran superado serán nombrados Letrados de la Administración de Justicia mediante orden del Ministro de Justicia y tomarán posesión en el primer destino previo juramento o promesa que se prestara ante el Secretario de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia a cuyo territorio hayan sido destinados.

			
c) Pérdida de la condición de Letrado de la Administración de Justicia


			Conforme al artículo 443.2 LOPJ, «la condición de Letrado de la Administración de Justicia se pierde en los siguientes supuestos:

			a) Por renuncia voluntaria manifestada por escrito y aceptada expresamente por el Ministerio de Justicia.

			b) Por pérdida de la nacionalidad española.

			c) Por sanción disciplinaria de separación del servicio.

			d) Por inhabilitación absoluta o especial impuesta como pena principal o accesoria por los tribunales cuando la misma sea firme.

			e) Por jubilación, sea voluntaria o forzosa, o por incapacidad permanente para el servicio.

			f) Por condena a pena de privativa de libertad superior a tres años por razón de delito doloso».

			Algunas de estas situaciones son reversibles, de forma que «Los Letrados de la Administración de Justicia que hubiesen perdido la condición de tales podrán ser rehabilitados:

			1) Como consecuencia de la pérdida de la nacionalidad española, una vez recuperada esta.

			2) Por jubilación por incapacidad permanente para el servicio, una vez desaparecida la causa objetiva que la motivó.

			3) Por inhabilitación absoluta o especial como pena principal o accesoria o por condena a pena privativa de libertad superior a tres años por razón de delito doloso, una vez extinguidas sus responsabilidades civiles y penales y, en su caso, cancelados los antecedentes penales.

			4) Por haber sido separados del servicio como consecuencia de sanción disciplinaria.» (art. 56 ROCSJ).

			
II. CATEGORÍAS

			El Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia se compone de tres categorías.

			En la primera se integran los puestos de Secretario de Gobierno, Secretario Coordinador Provincial, Secretario del Gabinete Técnico del Tribunal Supremo y Secretario de Sala del Tribunal Supremo.

			En la segunda se integran los puestos de Secretario de Sala de la Audiencia Nacional, Secretario de Sala de los Tribunales Superiores de Justicia, Letrados del Gabinete Técnico del Tribunal Supremo, Secretarios de las Audiencias Provinciales, las jefaturas de Servicios Comunes Procesales y aquellos otros puestos de trabajo de dichos Servicios Comunes que se determinen en las Relaciones de Puestos de Trabajo, y todos los puestos de trabajo de las Unidades Procesales de Apoyo Directo de órganos judiciales servidos por Magistrados.

			En la tercera se integran los puestos de trabajo de las Unidades Procesales de Apoyo Directo de órganos judiciales servidos por Jueces y aquellos de los Servicios Comunes Procesales no incluidos en el Grupo anterior, cuando así se determine en las Relaciones de Puestos de Trabajo (art. 78.1 ROCSJ).

			Cualquiera que sea su categoría personal, los Letrados de la Administración de Justicia podrán desempeñar puestos incluidos en los diferentes Grupos siempre que reúnan los requisitos que para su desempeño se establezcan en la Ley Orgánica del Poder Judicial y en el Reglamento y se contengan expresamente en las relaciones de puestos de trabajo, a excepción de los puestos del Grupo Primero, que en ningún caso podrán ser desempeñados por un Letrado de la Administración de Justicia de tercera categoría (art. 78.2 ROCSJ).

			
III. PROVISIÓN DE VACANTES Y SITUACIONES ADMINISTRATIVAS

			
a) Provisión de vacantes


			Se llevará a cabo por concurso de traslado, concurso específico de méritos y por libre designación.

			Por el sistema de concurso de traslado se proveerán los puestos de trabajo genéricos. Para ello se valorará no solo la antigüedad sino también otros aspectos como el conocimiento de la lengua oficial o del Derecho propio de la Comunidad Autónoma, así como la experiencia en puestos de trabajo similares, cursos de formación y perfeccionamiento, y otros méritos que se hayan incluido en la convocatoria (art. 109 ROCSJ).

			Por el sistema de concurso específico de méritos se cubrirán los puestos de trabajo singularizados para cuya provisión no esté previsto en las relaciones de puestos de trabajo el sistema de libre designación. Estos concursos podrán constar de dos fases:

			En la primera se procederá a la comprobación y valoración de los méritos generales conforme a lo establecido en la convocatoria. En la segunda fase se procederá a la valoración de las aptitudes concretas a través de conocimientos, experiencia, titulaciones académicas y aquellos otros elementos que garanticen la adecuación del aspirante para el desempeño del puesto, pudiendo establecerse además la elaboración de memorias y entrevistas (art. 110 ROCSJ).

			Por el sistema de libre designación se cubrirán las vacantes cuando se trate de puestos de trabajo de carácter directivo o de especial responsabilidad. La facultad para proveer estos puestos corresponde al Secretario de Estado de Justicia, a propuesta del Secretario de Gobierno del territorio respectivo, excepto los puestos de Secretario de Gobierno y Secretario Coordinador Provincial que tienen su propio régimen (art. 119 ROCSJ).

			Así, dispone la LOPJ que:

			— El Secretario de Gobierno del Tribunal Supremo, de la Audiencia Nacional y de cada Tribunal Superior de Justicia, así como de las ciudades de Ceuta y Melilla, será elegido entre miembros integrantes del Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia que, como mínimo, hayan prestado servicio durante diez años en puestos de segunda categoría.

			Será nombrado y removido libremente por el Ministerio de Justicia. Dicho nombramiento se realizará a propuesta del órgano competente de las Comunidades Autónomas cuando estas tuvieren competencias asumidas en materia de Administración de Justicia, que también podrán proponer su cese. En todo caso para su nombramiento se recabará informe sobre el candidato que ha de ser nombrado por el Ministerio de Justicia, de la Sala de Gobierno del Tribunal respectivo, así como del Consejo del Secretariado. Para el de las Ciudades de Ceuta y Melilla el informe será emitido por la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (art. 464).

			— El Secretario Coordinador Provincial será nombrado por el Ministerio de Justicia por el procedimiento de libre designación, a propuesta del Secretario de Gobierno, de acuerdo con las Comunidades Autónomas con competencias asumidas, elegido entre miembros integrantes del Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia que lleven al menos diez años en el Cuerpo, y como mínimo hayan estado cinco años en puestos de segunda categoría (artículo 466).

			
b) Situaciones administrativas


			Por lo que respecta a las situaciones administrativas, el artículo 445 de la LOPJ proclama que las situaciones administrativas en que se puedan hallar los Letrados de la Administración de Justicia, así como su jubilación, serán iguales y procederá su declaración en los supuestos y con los efectos establecidos en esta Ley Orgánica para Jueces y Magistrados.

			Conforme al artículo 61 del Reglamento Orgánico, los Letrados de la Administración de Justicia pueden hallarse en alguna de las situaciones administrativas siguientes:

			1) Servicio activo. Que es la situación normal en que el Letrado de la Administración de Justicia se encuentra desempeñando el puesto de trabajo correspondiente a la plaza que ocupa.

			2) Servicios especiales. Cuando sea nombrado alto cargo, p. ej., Presidente del CGPJ, Fiscal General del Estado, Vocal del CGPJ, etc., o destinado a una misión internacional o adquiera la condición de funcionario en organizaciones internacionales.

			3) Excedencia voluntaria. Por prestar servicios en organismos o entidades del sector público; por interés particular; para el cuidado de hijos, para el cuidado de familiares próximos; o nombramiento para cargo político de confianza

			4) Suspensión de funciones. Provisional, como medida cautelar, o definitiva, como pena o sanción disciplinaria.

			5) Excedencia por razón de violencia sobre la mujer Letrado de la Administración de Justicia.

			
IV. DERECHOS Y DEBERES DE LOS LETRADOS DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

			Según el artículo el artículo 444 LOPJ los funcionarios del Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia tendrán iguales derechos individuales y colectivos y deberes que los establecidos en el Libro VI de la misma para los Cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia, cuyo Título IV, se refiere concretamente a los derechos, deberes e incompatibilidades.

			
a) Derechos individuales


			El Reglamento por su parte, dispone en su artículo 81.1 que los Letrados de la Administración de Justicia tienen los siguientes derechos individuales:

			a) Al mantenimiento de su condición funcionarial, al desempeño efectivo de tareas o funciones propias de su Cuerpo y a no ser removidos del puesto de trabajo que desempeñen sino en los supuestos y condiciones establecidos legalmente.

			b) A percibir la retribución y las indemnizaciones por razón del servicio establecidas en la normativa vigente.

			c) A la carrera profesional, a través de los mecanismos de promoción profesional que se establezcan y de acuerdo con los principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad.

			d) A recibir por parte de la Administración la formación necesaria, inicial y continuada, con el fin de mejorar sus capacidades profesionales de forma que les permita una mejor y más pronta adaptación a sus puestos de trabajo y les posibilite su promoción profesional.

			e) A ser informados por sus jefes o superiores de las tareas o cometidos a desempeñar y a participar en la consecución de los objetivos atribuidos a la unidad donde presten sus servicios.

			f) Al respeto de su intimidad y a la consideración debida a su dignidad, comprendida la protección frente a ofensas verbales o físicas de naturaleza sexual.

			g) A vacaciones, permisos y licencias.

			h) A recibir protección en materia de seguridad y salud en el trabajo, para lo cual las Administraciones competentes adoptarán aquellas medidas que sean necesarias para la aplicación efectiva de la normativa vigente sobre prevención de riesgos y salud laboral, procediendo a la evaluación de los riesgos iniciales y al establecimiento de planes de emergencia, así como la creación de servicios de prevención y de un Comité Central de Seguridad y Salud.

			i) A la jubilación.

			j) A un régimen de seguridad social, que para los Letrados de la Administración de Justicia de carrera y Letrados de la Administración de Justicia en prácticas estará integrado por los siguientes mecanismos de cobertura: 1.º El Régimen de Clases Pasivas del Estado. 2.º El Mutualismo Judicial.

			
b) Derechos colectivos


			Los Letrados de la Administración de Justicia tienen los siguientes derechos colectivos, que enumera el artículo 82 del ROCSJ, en los términos establecidos por la Constitución y las leyes:

			a) A la libre asociación profesional.

			b) A la libre sindicación.

			c) A la actividad sindical.

			d) De huelga, en los términos contenidos en la legislación general del Estado para funcionarios públicos, debiendo garantizarse el mantenimiento de los servicios esenciales de la Administración de Justicia.

			e) A la negociación colectiva y a la participación en la determinación de las condiciones de trabajo, para lo cual se establecerán los marcos adecuados que permitan una mayor y más intensa participación de los representantes de los Letrados de la Administración de Justicia, a través de grupos de trabajo, mesas o cualquier otro foro de diálogo y negociación.

			f) De reunión.

			
c) Deberes


			Los Letrados de la Administración de Justicia están obligados a (artículo 83 ROCSJ):

			a) Respetar la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico.

			b) Ejercer sus tareas, funciones o cargo con lealtad e imparcialidad y servir con objetividad los intereses generales.

			c) Cumplir con diligencia las instrucciones profesionales recibidas de su superior jerárquico en el ámbito de sus competencias.

			d) Realizar con la debida aplicación las funciones o tareas propias de su puesto de trabajo y aquellas otras que, relacionadas con las anteriores, les encomienden sus jefes o superiores para el cumplimiento de los objetivos de la unidad.

			e) Cumplir el régimen de jornada y horario que se establezca.

			f) Mantener sigilo de los asuntos que conozcan por razón de sus cargos o funciones y no hacer uso indebido de la información obtenida, así como guardar secreto de las materias clasificadas y otras cuya difusión esté prohibida legalmente.

			g) Dar cuenta a las autoridades competentes de aquellas órdenes que, a su juicio, fuesen contrarias a la legalidad o constitutivas de delito.

			h) Cumplir el régimen de incompatibilidades y prohibiciones.

			i) Tratar con atención y respeto a los ciudadanos.

			j) Dar a conocer su identidad y categoría a los interesados que lo requieran, salvo cuando ello no fuera posible por razones de seguridad.

			k) Velar por la conservación y uso correcto de los locales, material, documentos e información a su cargo, no utilizando los medios propiedad de la Administración en provecho propio ni ejerciendo sus cometidos de forma que puedan beneficiar ilegítimamente a sí mismos o a otras personas.

			l) Colaborar con las Comunidades Autónomas que hayan recibido los traspasos de medios personales al servicio de la Administración de Justicia, para la efectividad de las que estas ostenten en materia de organización y gestión de medios personales y materiales, dando cumplimiento a las instrucciones que a tal efecto reciban de sus superiores jerárquicos.

			m) Tratar con corrección y consideración a los superiores jerárquicos, compañeros y subordinados.

			Cuando un Letrado de la Administración de Justicia recibiere de su superior jerárquico una orden o instrucción que considere contraria a las leyes o que por cualquier otro motivo estime improcedente, lo hará saber así, mediante informe razonado, a quien la hubiere dictado, sin perjuicio de cumplir, desde luego, la orden o instrucción. Si el que hubiera dado la orden no atendiese los argumentos expuestos en el informe razonado, el Letrado de la Administración de Justicia afectado podrá plantear la cuestión al superior jerárquico, quien resolverá definitivamente, ratificando o reformando la orden o instrucción cuestionada. A estos efectos, superior jerárquico del Jefe del Servicio Común Procesal es el Secretario Coordinador Provincial. Superior de este, el Secretario de Gobierno. De este, el Secretario General de la Administración de Justicia, y de este último el Secretario de Estado de Justicia.

			Dentro de los deberes, merece especial atención el de cumplir el régimen de incompatibilidades y prohibiciones, que pasamos a examinar.

			
d) Incompatibilidades


			Está recogidas en el artículo 140 ROCSJ, que dispone que «El cargo de Letrado de la Administración de Justicia es incompatible:

			a) Con cualquier cargo de elección popular o designación política del Estado, Comunidades Autónomas, Provincias y demás Entidades locales y Organismos dependientes de cualquiera de ellas.

			b) Con los empleos o cargos dotados o retribuidos por la Casa Real, las Cortes Generales, la Administración General del Estado, Comunidades Autónomas, Provincias, Municipios y cualesquiera Entidades, Organismos o empresas dependientes de unos y otras.

			c) Con los empleos de toda otra clase en los Tribunales y Juzgados de cualquier orden jurisdiccional.

			d) Con todo empleo, cargo o profesión retribuida, salvo la docencia o investigación jurídica, así como la producción y creación literaria, artística, científica y técnica y las publicaciones derivadas de aquella, de conformidad con lo dispuesto en la legislación sobre incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones Públicas.

			e) Con el ejercicio de la Abogacía y de la Procuraduría.

			f) Con todo tipo de asesoramiento jurídico, sea o no retribuido.

			g) Con el ejercicio de toda actividad mercantil, por sí o por otro.

			h) Con las funciones de Director, Gerente, Administrador, Consejero, socio colectivo o cualquier otra que implique intervención directa, administrativa o económica en Sociedades o Empresas mercantiles, públicas o privadas, de cualquier género.

			Los que, ejerciendo cualquier empleo, cargo o profesión de los expresados en los apartados anteriores, fueren nombrados Letrados de la Administración de Justicia, deberán optar, en el plazo de ocho días, por uno u otro cargo o cesar en el ejercicio de la actividad incompatible. Quienes no hicieren uso de dicha opción en el indicado plazo, se entenderá que renuncian al nombramiento de Letrado de la Administración de Justicia».

			
e) Prohibiciones


			A ellas se refiere el artículo 141 ROCSJ, que dispone que

			1) Los Letrados de la Administración de Justicia no podrán ejercer sus funciones en aquellas Unidades Procesales de Apoyo Directo de órganos judiciales cuyo titular fuera un Juez o Magistrado al que estuvieren unidos por vínculo matrimonial o situación de hecho equivalente o parentesco dentro del segundo grado de consanguinidad o afinidad. Tratándose de órganos colegiados que se hallaren divididos en Secciones, podrán prestar servicios en Unidad Procesal de Apoyo Directo distinta a la de la Sección de la que forme parte el Magistrado con el que existiera la relación de vínculo matrimonial, parentesco o afectividad señaladas.

			2) Tampoco podrán los Letrados de la Administración de Justicia ejercer sus funciones en Unidades Procesales de Apoyo Directo o Servicios Comunes Procesales en los que prestaran servicios, bajo su dependencia directa, personas a las que estuvieran unidas por los vínculos y relaciones de parentesco o afectividad anteriormente mencionadas.

			3) Igual prohibición será de aplicación a los Letrados de la Administración de Justicia de las Unidades Procesales de Apoyo Directo a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, Sala de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia y Secciones penales de las Audiencias Provinciales y a los que presten servicio en las Unidades Procesales de Apoyo Directo a los Juzgados de Instrucción y de lo Penal, con relación a los Fiscales destinados en las Fiscalías correspondientes a dichos Tribunales, salvo cuando en el órgano colegiado hubiera más de tres Secciones, o se trate de partidos judiciales donde existan más de cinco órganos unipersonales de los citados.

			4) Los Secretarios de Gobierno de los Tribunales Superiores de Justicia y los Secretarios Coordinadores Provinciales de las provincias que pertenezcan a la respectiva Comunidad Autónoma no podrán estar unidos entre sí por los vínculos y relaciones expresadas en el párrafo primero.

			5) Los Letrados de la Administración de Justicia no podrán intervenir en la tramitación de asuntos ni en la ejecución de resoluciones dictadas por quienes tengan con ellos alguna de las relaciones mencionadas en el presente artículo. En virtud de este principio, además de la obligación de abstención, siempre que concurran cualesquiera de los vínculos mencionados, son incompatibles entre sí:

			a) Los Letrados de la Administración de Justicia encargados de los Servicios Comunes Procesales en que se lleve a cabo la tramitación de un asunto o la ejecución de resoluciones judiciales, con el Juez o Magistrado a quien competa la decisión del asunto o hubiere dictado la resolución de cuya ejecución se trate.

			b) Los Letrados de la Administración de Justicia encargados de los Servicios Comunes Procesales que tramiten los expedientes de jurisdicción voluntaria, con el representante del Ministerio Fiscal que haya de intervenir en el asunto.

			6) Los Letrados de la Administración de Justicia no podrán desempeñar tampoco sus puestos de trabajo:

			a) En las Oficinas judiciales de los Juzgados y Tribunales donde ejerzan habitualmente como Abogado o Procurador su cónyuge o persona unida por análoga relación de afectividad, o un pariente dentro del segundo grado de consanguinidad o afinidad. Esta incompatibilidad no será aplicable en las poblaciones donde existan diez o más Juzgados de Primera Instancia e Instrucción o Salas con tres o más Secciones.

			b) En las Oficinas judiciales de los Juzgados o Audiencias Provinciales que comprendan dentro de su circunscripción territorial una población en la que, por poseer él mismo, su cónyuge, persona unida por análoga relación de afectividad, o parientes de segundo grado de consanguinidad intereses económicos, tengan arraigo que pueda obstaculizarles el imparcial ejercicio de la función. Se exceptúan las poblaciones superiores a 100.000 habitantes en las que radique la sede del órgano jurisdiccional.

			c) En las Oficinas judiciales de una Audiencia o Juzgado en que hayan ejercido la Abogacía o el cargo de Procurador en los dos años anteriores a su nombramiento.

		

	
		
			TEMA 4

			
ESTRUCTURA ORGÁNICA DEL CUERPO DE LETRADOS DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, ABSTENCIÓN Y RECUSACIÓN
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I. DEPENDENCIA ORGÁNICA Y FUNCIONAL DEL LETRADO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

			Los Letrados de la Administración de Justicia son funcionarios públicos que constituyen un Cuerpo Superior Jurídico, único, de carácter nacional, al servicio de la Administración de Justicia, dependiente del Ministerio de Justicia, y que ejercen sus funciones con el carácter de autoridad. Además, ostentan la dirección de la Oficina judicial.

			Su regulación se encuentra en los artículos 440 a 469 LOPJ y en el Reglamento Orgánico del Cuerpo, aprobado por Real Decreto 1608/2005, de 30 de diciembre.

			Uno de los aspectos más destacados de su estatuto es el referido a su dependencia orgánica y funcional.

			
a) Dependencia orgánica


			La Ley Orgánica 19/2003, de 23 de septiembre, introdujo a este respecto una amplia reforma que afectó de modo especial a la que llamó ordenación del cuerpo de secretarios, y lo hizo con la pretensión de separar a los secretarios judiciales de la vinculación a los jueces y magistrados, sustituyendo la dependencia de los órganos del Poder Judicial, por una dependencia del poder ejecutivo.

			Así, el artículo 463 LOPJ proclama que «Bajo la superior dependencia del Ministerio de Justicia el Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia se ordena jerárquicamente en la forma que se determine en las relaciones de puestos de trabajo. En este sentido, realizarán todas aquellas funciones de naturaleza análoga a las que les son propias, inherentes al puesto de trabajo que ocupen y que les sean encomendadas por sus superiores.

			Cuando en un servicio común procesal prestaren servicios varios Letrados de la Administración de Justicia, la relación de puestos de trabajo determinará su dependencia jerárquica y funcional».

			
b) Dependencia funcional


			En este punto hemos de aludir al fundamental artículo 452 LOPJ que dispone que «Los Letrados de la Administración de Justicia desempeñarán sus funciones con sujeción al principio de legalidad e imparcialidad en todo caso, al de autonomía e independencia en el ejercicio de la fe pública judicial, así como al de unidad de actuación y dependencia jerárquica en todas las demás que les encomienden esta ley y las normas de procedimiento respectivo, así como su reglamento orgánico».

			Corresponde, como veremos, a los órganos superiores del Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia, es decir a los Secretarios Coordinadores Provinciales y a los Secretarios de Gobierno dictar circulares e impartir instrucciones generales para el adecuado cumplimiento de sus funciones y para el correcto funcionamiento de los servicios que tienen encomendados.

			Por otro lado, los Letrados de la Administración de Justicia colaborarán «con las Comunidades Autónomas con competencias asumidas para la efectividad de las funciones que estas ostentan en materia de medios personales y materiales, dando cumplimiento a las instrucciones que a tal efecto reciban de sus superiores jerárquicos. Para una mejor coordinación podrán constituirse Comisiones Mixtas de Letrados de la Administración de Justicia y representantes de las Comunidades Autónomas con competencias asumidas, en sus respectivos ámbitos territoriales».

			
II. LOS ÓRGANOS SUPERIORES: SECRETARIO GENERAL ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, LOS SECRETARIOS DE GOBIERNO Y LOS SECRETARIOS COORDINADORES PROVINCIALES

			
a) Ministerio de Justicia


			La LOPJ conceptúa como órganos superiores a los Secretarios de Gobierno y a los Secretarios Coordinadores Provinciales, pero es obligado mencionar al Ministerio de Justicia bajo cuya superior dependencia se ordena jerárquicamente el Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia.

			Tal superior dependencia del Ministerio de Justicia tiene, por un lado, múltiples manifestaciones que afectan básicamente a la relación funcionarial, a saber, ingreso en el cuerpo, jubilación, responsabilidad disciplinaria, escalafón, concursos, nombramientos y ascensos, etc. Por otro lado, se personifica en la figura del Secretario General de la Administración de Justicia.

			
b) Secretario General de la Administración de Justicia


			Incardinado en la estructura orgánica del Ministerio de Justicia, el Secretario General de la Administración de Justicia es el órgano encargado de la dirección y coordinación de los Secretarios de Gobierno y del resto de los Letrados de la Administración de Justicia (art. 20 ROCSJ).

			Sus competencias son las siguientes (art. 21 ROCSJ):

			1) Dirigir y coordinar a los Secretarios de Gobierno y a todos los integrantes del Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia, impartiendo las instrucciones y circulares que considere oportunas, así como velando por el cumplimiento de las mismas.

			2) Supervisar y coordinar las órdenes e instrucciones convenientes al servicio y al orden interno del Cuerpo que dicten los Secretarios de Gobierno y, en general, la dirección, coordinación e inspección del mismo. A este fin, las órdenes, circulares, instrucciones y comunicaciones que emita directamente se trasladarán a los Letrados de la Administración de Justicia a través del superior jerárquico, a no ser que la urgencia del caso aconseje hacerlo directamente al destinatario, en cuyo caso dará inmediato conocimiento al Secretario de Gobierno, sin que en ningún caso estas comunicaciones puedan interferir en las competencias de las Administraciones Públicas con competencias en materia de justicia.

			Tales circulares e instrucciones en ningún caso podrán suponer una intromisión en el desarrollo de la actividad procesal de Jueces o Magistrados ni contradecir las decisiones adoptadas por la Sala de Gobierno en el ámbito de sus competencias. No podrá tampoco impartir instrucciones particulares relativas a asuntos concretos en los que un Letrado de la Administración de Justicia intervenga en calidad de fedatario o en el ejercicio de sus competencias de ordenación y dirección del proceso.

			3) Designar a los Letrados de la Administración de Justicia que formen parte de las Juntas de Expurgo, de conformidad con lo prevenido en la normativa reguladora de la modernización de los archivos judiciales. Cuando la Junta se constituya en el territorio de una Comunidad Autónoma con competencias asumidas, la designación del Letrado de la Administración de Justicia que forme parte de la misma se hará a propuesta del órgano competente de la misma.

			4) Aprobar las listas definitivas de candidatos considerados idóneos para ejercer como Letrados de la Administración de Justicia sustitutos en el ámbito territorial de cada Comunidad Autónoma y enviar tal lista a los Secretarios de Gobierno para que estos remitan a cada Secretario Coordinador Provincial la relación de quienes hayan de ejercer en su ámbito competencial.

			5) Incoar y tramitar los expedientes disciplinarios que procedan en relación con los Letrados de la Administración de Justicia, en los términos previstos en el título VII del presente reglamento.

			6) Conceder licencias, permisos y vacaciones a los Secretarios de Gobierno.

			7) Ostentar la inspección de las Secretarías de Gobierno y supervisar la que los Secretarios de Gobierno realicen sobre los servicios de su responsabilidad y ámbito competencial, sin perjuicio de la inspección que corresponda al Consejo General del Poder Judicial, a las Salas de Gobierno o, en su caso, al Presidente del Tribunal o de la Sala respectivos.

			8) Centralizar la información estadística que deba recibir el Ministerio de Justicia a través de los Secretarios de Gobierno e intervenir en los órganos que se creen en el Ministerio para la explotación de los datos estadísticos del sistema judicial español.

			9) Presidir las Comisiones de Valoración que se constituyan para la provisión de puestos de trabajo singularizados mediante concursos específicos.

			10) La realización de estudios de eficacia y rendimiento de los órganos de la Administración de Justicia en lo que guarde relación con los servicios gestionados por el Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia. De dichos estudios dará traslado a los órganos competentes de las Comunidades Autónomas que hayan recibido los traspasos de medios personales al servicio de la Administración de Justicia, en sus respectivos ámbitos.

			11) Ser oído en la elaboración de las normas reguladoras de la custodia y destino de los bienes depositados y objetos afectos a los expedientes judiciales, así como del de las piezas de convicción en las causas penales, en los locales dispuestos a tal fin, y de las excepciones que puedan establecerse reglamentariamente en cuanto al destino que deba darse a estos en supuestos especiales. Igualmente será oído en la elaboración de las normas del debido depósito en las instituciones que se determinen de cuantas cantidades y valores, consignaciones y fianzas se produzcan.

			12) Ser oído en la elaboración de cuantas normas tengan por objeto la regulación de las funciones correspondientes al Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia.

			13) Cuantas otras funciones le sean atribuidas por el presente Reglamento o sus normas de desarrollo.

			
c) Secretarios de Gobierno


			Habrá un Secretario de Gobierno en el Tribunal Supremo, en la Audiencia Nacional y en cada Tribunal Superior de Justicia, así como en las ciudades de Ceuta y Melilla, elegido entre miembros integrantes del Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia que, como mínimo, hayan prestado servicio durante diez años en puestos de segunda categoría, el cual ejercerá además las funciones de Secretario de la Sala de Gobierno del respectivo Tribunal.

			El Secretario de Gobierno ostentará, como superior jerárquico, la dirección de los Letrados de la Administración de Justicia que prestan sus servicios en las oficinas judiciales dependientes de dichos Tribunales y en las Ciudades de Ceuta y Melilla. Para ello ejercerá las competencias que esta ley orgánica les reconoce, así como todas aquellas que reglamentariamente se establezcan.

			Será nombrado y removido libremente por el Ministerio de Justicia. Dicho nombramiento se realizará a propuesta del órgano competente de las Comunidades Autónomas cuando estas tuvieren competencias asumidas en materia de Administración de Justicia, que también podrán proponer su cese.

			En todo caso para su nombramiento se recabará informe sobre el candidato que ha de ser nombrado por el Ministerio de Justicia, de la Sala de Gobierno del Tribunal respectivo, así como del Consejo del Secretariado. Para el de las Ciudades de Ceuta y Melilla el informe será emitido por la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

			No se podrá ocupar más de diez años el mismo puesto de Secretario de Gobierno.

			En caso de ausencia, enfermedad, suspensión o vacante del Secretario de Gobierno del Tribunal Supremo o de la Audiencia Nacional así como de las Ciudades de Ceuta y Melilla, asumirá sus funciones el Secretario de mayor antigüedad escalafonal. En estos mismos supuestos y respecto al Secretario de Gobierno de los Tribunales Superiores de Justicia, asumirá sus funciones el Secretario Coordinador de la provincia en donde tenga su sede el respectivo tribunal o, en su defecto, el Secretario de mayor antigüedad escalafonal.

			A los Letrados de la Administración de Justicia que sean nombrados Secretarios de Gobierno se les reservará, durante el tiempo que ocuparen dicho cargo, la plaza que vinieren ocupando con anterioridad a dicho nombramiento.

			Durante su mandato, dicha plaza podrá ser cubierta en régimen de comisión de servicios.

			Las Administraciones Públicas competentes, en sus respectivos territorios, dotarán a los Secretarios de Gobierno, de los medios materiales y recursos humanos necesarios para el ejercicio de las funciones que tienen atribuidas (art. 464 LOPJ).

			Serán competencias de los Secretarios de Gobierno (artículo 465 LOPJ):

			1. La inspección de los servicios que sean responsabilidad de los Letrados de la Administración de Justicia de su respectivo ámbito competencial, sin perjuicio de la que corresponda al Consejo General del Poder Judicial, a las Salas de Gobierno o, en su caso, al Presidente del Tribunal o de la Sala respectivos.

			2. La incoación de expedientes disciplinarios por las posibles infracciones que los Letrados de la Administración de Justicia puedan cometer en el ejercicio de sus funciones, así como la imposición de la sanción de apercibimiento.

			3. Proponer al Ministerio de Justicia el nombramiento de los Letrados de la Administración de Justicia de libre designación en su ámbito territorial, que hubiesen participado en la correspondiente convocatoria, así como su cese cuando este proceda.

			4. Control y seguimiento estadístico.

			5. Dirección y organización de los Letrados de la Administración de Justicia que de él dependan, respetando y tutelando su independencia en el ejercicio de la fe pública.

			6. Impartir instrucciones a los Letrados de la Administración de Justicia de su respectivo ámbito territorial, a solicitud de las Comunidades Autónomas con competencias asumidas, cuando sea precisa la colaboración de aquellos para garantizar la efectividad de las funciones que tienen estas en materia de medios personales y materiales al servicio de la Administración de Justicia.

			7. Proponer al Ministerio de Justicia, o en su caso a la comunidad autónoma con competencias transferidas, las medidas que, a su juicio, deberían adoptarse para el mejor funcionamiento de la Administración de Justicia que fueren de su respectiva competencia, comunicando al Ministerio de Justicia cuantas incidencias afecten a los Letrados de la Administración de Justicia que de él dependan.

			8. Cursar circulares e instrucciones de servicio a los Letrados de la Administración de Justicia de su territorio, así como velar por el correcto cumplimiento de las que, a su vez, dirija el Ministerio de Justicia, las cuales en ningún caso podrán suponer una intromisión en el desarrollo de la actividad procesal de jueces o magistrados, ni contradecir las decisiones adoptadas por la Sala de Gobierno en el ámbito de sus competencias. Tampoco podrán impartir instrucciones particulares relativas a asuntos concretos en los que un Letrado de la Administración de Justicia intervenga en calidad de fedatario o en el ejercicio de sus competencias de ordenación y dirección del proceso.

			9. Concesión de permisos y licencias a los Letrados de la Administración de Justicia de su territorio, pudiendo delegar en el Secretario Coordinador.

			10. Conocer de los incidentes de recusación de los Letrados de la Administración de Justicia.

			11. Elaborar los planes anuales de suplencias de Letrados de la Administración de Justicia y proponer al Ministerio de Justicia la lista de candidatos considerados idóneos para ejercer como Letrados de la Administración de Justicia sustitutos en el ámbito territorial de cada Comunidad Autónoma.

			12. Las demás previstas en el reglamento orgánico del Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia.

			
d) Secretarios Coordinadores Provinciales


			En cada provincia existirá un Secretario Coordinador, nombrado por el Ministerio de Justicia por el procedimiento de libre designación, a propuesta del Secretario de Gobierno, de acuerdo con las Comunidades Autónomas con competencias asumidas, elegido entre miembros integrantes del Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia que lleven al menos diez años en el Cuerpo, y como mínimo hayan estado cinco años en puestos de segunda categoría.

			Antes del nombramiento se oirá al Consejo del Secretariado sobre el candidato que ha de ser nombrado por el Ministerio de Justicia.

			Además, en la Comunidad Autónoma de Illes Balears habrá un Secretario Coordinador en las islas de Menorca e Ibiza, y en la Comunidad Autónoma de Canarias, otro en las islas de Lanzarote y de La Palma.

			En las Comunidades Autónomas uniprovinciales, las funciones del Secretario Coordinador serán asumidas por el Secretario de Gobierno, salvo en aquellas que, por razón del servicio, sea aconsejable su existencia.

			No se podrá ocupar más de diez años el mismo puesto de Secretario Coordinador.

			Los requisitos y procedimiento para su nombramiento se determinarán en el reglamento orgánico del Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia, si bien en todo caso deberá contar con al menos cinco años de antigüedad en la segunda categoría.

			En casos de ausencia, enfermedad, suspensión o vacante, será sustituido por el Letrado de la Administración de Justicia que designe el Secretario de Gobierno de entre los destinados en su provincia respectiva, que reúna los requisitos exigidos para su nombramiento.

			A los Letrados de la Administración de Justicia que sean nombrados Secretarios Coordinadores se les reservará, durante el tiempo que ocuparen dicho cargo, la plaza que vinieren ocupando con anterioridad a dicho nombramiento.

			Durante su mandato, dicha plaza podrá ser cubierta en régimen de comisión de servicios (artículo 466 LOPJ).

			Bajo la dependencia directa del Secretario de Gobierno, el Secretario Coordinador ejercerá las siguientes competencias:

			1. Dictar instrucciones de servicio a los Letrados de la Administración de Justicia de su ámbito territorial para el adecuado funcionamiento de los servicios que tienen encomendados.

			2. Controlar la correcta ejecución de las circulares e instrucciones de servicio que dicte el Secretario de Gobierno del que dependa.

			3. Dar cuenta de forma inmediata al Secretario de Gobierno de cuantos hechos sean relevantes al buen funcionamiento de la Administración de Justicia, así como de las necesidades de medios personales y materiales de las secretarías ubicadas en su territorio.

			4. Colaborar con las Comunidades Autónomas con competencias asumidas, para la efectividad de las funciones que estas ostenten en materia de medios personales y materiales.

			5. Coordinar el funcionamiento de cuantos servicios comunes procesales se encuentren ubicados en su territorio, o en su caso, asumir directamente su dirección cuando exista un único servicio común procesal provincial.

			6. Proponer al Ministerio de Justicia las comisiones de servicio de Letrados de la Administración de Justicia que, dentro de su territorio, sean precisas para el correcto funcionamiento de las oficinas judiciales.

			7. Resolver las suplencias y sustituciones de los Letrados de la Administración de Justicia de su ámbito.

			8. Resolver los incidentes de abstención de los Letrados de la Administración de Justicia que de él dependan de acuerdo con lo previsto en esta Ley.

			9. Conceder, por delegación del Secretario de Gobierno, los permisos y licencias a los Letrados de la Administración de Justicia de su territorio.

			10. Las demás que establezcan las leyes y su propio reglamento orgánico (art. 467 LOPJ).

			
III. EL CONSEJO DEL SECRETARIADO

			Como instrumento de participación democrática del colectivo del Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia, se constituirá un Consejo del Secretariado en el seno del Ministerio de Justicia, con funciones consultivas en las materias que afecten al mencionado cuerpo. Su organización, funcionamiento y competencias se desarrollarán reglamentariamente (art. 463.4 LOPJ).

			El ROCSJ complementa esta previsión de la LOPJ regulando la composición, funciones y funcionamiento del Consejo.

			
a) Composición


			El Consejo del Secretariado se constituirá bajo la presidencia del titular de la Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia, y estará formado, además, por cuatro vocales natos y seis elegidos democráticamente por y entre los Letrados de la Administración de Justicia en servicio activo por un período de cuatro años, uno de ellos perteneciente de modo necesario a la tercera categoría.

			Son vocales natos del Consejo del Secretariado el Director General de Relaciones con la Administración de Justicia, que lo presidirá, el Secretario General de la Administración de Justicia, que actuará como secretario, y tres vocales designados, que serán dos Secretarios de Gobierno y un Secretario Coordinador Provincial designados por el Ministerio de Justicia.

			Serán electores todos los Letrados de la Administración de Justicia que el día de la correspondiente elección se encuentren en situación de servicio activo (art. 22).

			
b) Funciones


			Corresponde al Consejo del Secretariado:

			a) Ser oído para la promulgación por el Ministerio de Justicia de normas reglamentarias que afecten al Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia.

			b) Ser oído sobre los criterios generales que se establezcan en orden a asegurar la unidad de actuación del Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia, en lo referente a la estructuración y funcionamiento de sus órganos.

			c) Informar en los supuestos de rehabilitación establecidos en este Reglamento.

			d) Emitir los informes que solicite el Secretario General de la Administración de Justicia en cuantas materias considere oportuna la opinión del Consejo.

			e) Ser oído en las propuestas pertinentes respecto al nombramiento de los diversos cargos que exija la ley y el Reglamento.

			f) Ser oído para la elaboración de las correspondientes Relaciones de Puestos de Trabajo de los Letrados de la Administración de Justicia.

			g) Informar las reclamaciones que puedan plantearse en relación con el escalafón del Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia.

			h) Ser oído para la elaboración de los planes de Formación Inicial y Continuada de los Letrados de la Administración de Justicia.

			i) Informar de los nombramientos de los Secretarios de Gobierno y de los Secretarios Coordinadores Provinciales.

			j) Las demás atribuciones que este Reglamento, la ley u otras disposiciones le confieran (art. 23).

			
c) Funcionamiento


			El Consejo del Secretariado se reunirá ordinariamente dos veces al año y además cuando deba ser oído para el nombramiento de los Secretarios de Gobierno. Podrá además reunirse en sesión extraordinaria a iniciativa del Presidente o a petición de la mayoría de vocales miembros del Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia.

			Para que pueda considerarse válida la constitución del Consejo a efectos de celebración de sesiones, deliberaciones y toma de acuerdos, será necesaria la presencia del Presidente y del Secretario, o de quienes les sustituyan, y de la mitad, al menos, del resto de los vocales.

			Los acuerdos serán adoptados por mayoría simple, siendo dirimente el voto del presidente en caso de empate (art. 25).

			
IV. ABSTENCIÓN Y RECUSACIÓN DE LOS LETRADOS DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA: CAUSAS Y PROCEDIMIENTO

			El punto de partida en la exposición de esta materia es el artículo 446 LOPJ que declara que «Los Letrados de la Administración de Justicia deberán abstenerse en los casos establecidos para los Jueces y Magistrados y, si no lo hicieran, podrán ser recusados».

			
a) Causas


			Esta declaración supone una remisión al artículo 219 LOPJ, que establece las causas de abstención y, en su caso, de recusación:

			1.ª El vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable y el parentesco por consanguinidad o afinidad dentro del cuarto grado con las partes o el representante del Ministerio Fiscal.

			2.ª El vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable y el parentesco por consanguinidad o afinidad dentro del segundo grado con el letrado o el procurador de cualquiera de las partes que intervengan en el pleito o causa.

			3.ª Ser o haber sido defensor judicial o integrante de los organismos tutelares de cualquiera de las partes, o haber estado bajo el cuidado o tutela de alguna de estas.

			4.ª Estar o haber sido denunciado o acusado por alguna de las partes como responsable de algún delito o falta, siempre que la denuncia o acusación hubieran dado lugar a la incoación de procedimiento penal y este no hubiera terminado por sentencia absolutoria o auto de sobreseimiento.

			5.ª Haber sido sancionado disciplinariamente en virtud de expediente incoado por denuncia o a iniciativa de alguna de las partes.

			6.ª Haber sido defensor o representante de alguna de las partes, emitido dictamen sobre el pleito o causa como letrado, o intervenido en él como fiscal, perito o testigo.

			7.ª Ser o haber sido denunciante o acusador de cualquiera de las partes.

			8.ª Tener pleito pendiente con alguna de estas.

			9.ª Amistad íntima o enemistad manifiesta con cualquiera de las partes.

			10.ª Tener interés directo o indirecto en el pleito o causa.

			11.ª Haber participado en la instrucción de la causa penal o haber resuelto el pleito o causa en anterior instancia.

			12.ª Ser o haber sido una de las partes subordinado del Letrado de la Administración de Justicia que deba resolver la contienda litigiosa.

			13.ª Haber ocupado cargo público, desempeñado empleo o ejercido profesión con ocasión de los cuales haya participado directa o indirectamente en el asunto objeto del pleito o causa o en otro relacionado con el mismo.

			14.ª En los procesos en que sea parte la Administración pública, encontrarse el Letrado de la Administración de Justicia con la autoridad o funcionario que hubiese dictado el acto o informado respecto del mismo o realizado el hecho por razón de los cuales se sigue el proceso en alguna de las circunstancias mencionadas en las causas 1.ª a 9.ª, 12.ª, 13.ª y 15.ª de este artículo.

			15.ª El vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable, o el parentesco dentro del segundo grado de consanguinidad o afinidad, con el Letrado de la Administración de Justicia que hubiera dictado resolución o hubiera practicado actuación a valorar por vía de recurso o en cualquier fase ulterior del proceso.

			16.ª Haber ocupado el Letrado de la Administración de Justicia cargo público o administrativo con ocasión del cual haya podido tener conocimiento del objeto del litigio y formar criterio en detrimento de la debida imparcialidad.

			
b) Procedimiento de la abstención


			La abstención se formulará por escrito motivado dirigido al Secretario Coordinador Provincial, quien decidirá la cuestión. En caso de confirmarse la abstención, el Letrado de la Administración de Justicia que se haya abstenido debe ser reemplazado por su sustituto legal; en caso de denegarse, deberá aquel continuar actuando en el asunto (art. 446.2).

			
c) Recusación


			Serán aplicables a la recusación de los Letrados de la Administración de Justicia las prescripciones que establece esta LOPJ para Jueces y Magistrados, con las siguientes excepciones:

			a) Los Letrados de la Administración de Justicia no podrán ser recusados durante la práctica de cualquier diligencia o actuación de que estuvieren encargados.

			b) La pieza de recusación se resolverá por el Secretario de Gobierno.

			c) Presentado el escrito de recusación, el Letrado de la Administración de Justicia recusado informará detalladamente por escrito si reconoce o no como cierta y legítima la causa alegada.

			d) Cuando el recusado reconozca como cierta la causa de la recusación, el Secretario de Gobierno le tendrá por recusado mediante decreto, si estima que la causa es legal. Si estima que la causa no es de las tipificadas en la ley, declarará no haber lugar a la recusación. Contra el decreto sobre recusación no se dará recurso alguno.

			e) Cuando el recusado niegue la certeza de la causa alegada como fundamento de la recusación, el instructor, si admitiere a trámite la recusación propuesta, ordenará la práctica, en el plazo de diez días, de la prueba solicitada que sea pertinente y la que estime necesaria, dándose traslado de las mismas al Ministerio Fiscal para informe por plazo de tres días. Transcurrido ese plazo, con o sin informe del Ministerio Fiscal, se decidirá la recusación dentro de los cinco días siguientes. Contra dicha resolución no cabrá recurso alguno.

			f) El Letrado de la Administración de Justicia recusado, desde el momento en que sea presentado el escrito de recusación, será reemplazado por su sustituto legal.
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I. RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA DE LOS LETRADOS DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

			Los Letrados de la Administración de Justicia son funcionarios públicos que constituyen un Cuerpo Superior Jurídico, único, de carácter nacional, al servicio de la Administración de Justicia, dependiente del Ministerio de Justicia, y que ejercen sus funciones con el carácter de autoridad. Además, ostentan la dirección de la Oficina judicial.

			Su regulación se encuentra en los artículos 440 a 469 LOPJ y en el Reglamento Orgánico del Cuerpo, aprobado por Real Decreto 1608/2005, de 30 de diciembre.

			Uno de los aspectos más destacados de su estatuto es el referido a su responsabilidad disciplinaria, que se encuentra regulada en la Ley Orgánica del Poder Judicial (arts. 468 a 469 bis) y el Reglamento Orgánico del Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia, aprobado por Real Decreto 1608/2005, de 30 de diciembre (arts. 149 a 189).

			Como punto de partida, dispone el artículo 468 LOPJ una serie de disposiciones generales, algunas de las cuales serán objeto de desarrollo en los preceptos correspondientes.

			Establece el indicado precepto que «los Letrados de la Administración de Justicia estarán sujetos a responsabilidad disciplinaria, en los supuestos y de acuerdo con los principios que se establecen en este Libro.

			No podrá imponerse sanción por la comisión de una falta grave o muy grave, sino en virtud de expediente disciplinario instruido al efecto, mediante el procedimiento que se establezca en el reglamento orgánico del Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia que se dicte en desarrollo de esta Ley.

			Para la imposición de sanciones por faltas leves, no será preceptiva la previa instrucción del expediente, salvo el trámite de audiencia al interesado.

			Además de los autores, serán responsables disciplinariamente los superiores que, teniendo conocimiento de los hechos, los consintieren, así como quienes indujeran o encubrieran las faltas muy graves y graves cuando de dichos actos se deriven graves daños para la Administración o los ciudadanos.

			Las Comunidades Autónomas con competencias asumidas podrán poner en conocimiento de los superiores jerárquicos de los Letrados de la Administración de Justicia con destino en oficinas judiciales radicadas en su territorio, aquellas conductas de los mismos que puedan ir en detrimento del deber de colaboración establecido en esta Ley Orgánica con las Comunidades Autónomas.

			La autoridad competente para la incoación y tramitación de los expedientes disciplinarios dará cuenta a aquellas de las decisiones que se adopten».

			Por su parte, el ROCSJ añade (artículo 151) que la responsabilidad disciplinaria no excluye la responsabilidad patrimonial o penal en que puedan incurrir los Letrados de la Administración de Justicia, que se hará efectiva en la forma que determine la ley, si bien solo podrá recaer sanción penal y disciplinaria sobre los mismos hechos cuando no hubiere identidad de fundamento jurídico y bien jurídico protegido.

			
II. PRINCIPIOS Y GARANTÍAS DEL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO

			La exigencia de responsabilidad disciplinaria a los Letrados de la Administración de Justicia está regida por unos principios y sujeta a unas garantías elementales en todo procedimiento sancionador.

			
a) Principios


			Proclama el ROCSJ los siguientes principios (art. 150):

			— No podrán aplicarse al Letrado de la Administración de Justicia expedientado preceptos contrarios o más restrictivos que los establecidos en el presente Título.

			— Siempre respetando lo dispuesto en los artículos 537 y 538 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, deberá guardarse la debida proporcionalidad entre la falta cometida y la sanción impuesta.

			— No podrá exigirse responsabilidad disciplinaria por hechos cometidos con posterioridad a la pérdida de la condición de Letrado de la Administración de Justicia.

			
b) Garantías


			Conforme al mismo artículo 150 ROCSJ, el procedimiento disciplinario confiere al Letrado de la Administración de Justicia expedientado, además de los reconocidos por la Ley del Procedimiento Administrativo Común, actualmente la Ley 39/2015, los siguientes derechos:

			a) A la presunción de inocencia.

			b) A ser notificado del nombramiento de Instructor y Secretario, así como a recusar a los mismos.

			c) A ser notificado de los hechos imputados, de la infracción que constituyan y de las sanciones que, en su caso, puedan imponerse, así como de la resolución sancionadora.

			d) A formular alegaciones.

			e) A proponer cuantas pruebas sean adecuadas para la determinación de los hechos.

			f) A poder actuar en el procedimiento asistido de letrado o de los representantes sindicales que determine.

			A fin de hacer efectivo este último derecho el ROCSJ (art. 152) dispone que la incoación de un expediente disciplinario deberá comunicarse:

			— a la correspondiente Sección Sindical, Junta de Personal o Central sindical, según proceda cuando el expedientado sea un Letrado de la Administración de Justicia Delegado Sindical, Delegado de Personal o cargo electivo a nivel provincial, autonómico o estatal.

			— al Sindicato respectivo y a la Junta de Personal, cuando se trate de un Letrado de la Administración de Justicia afiliado a un Sindicato.

			— a la Junta de Personal en los demás casos.

			
III. FALTAS

			Las faltas se clasifican, conforme al artículo 468 bis LOPJ, en muy graves, graves y leves.

			«Se consideran faltas muy graves:

			a) El incumplimiento del deber de fidelidad a la Constitución en el ejercicio de la función pública.

			b) Toda actuación que suponga discriminación por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo u orientación sexual, religión o convicciones, opinión, discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

			c) El abandono del servicio.

			d) La adopción de acuerdos o resoluciones manifiestamente ilegales, cuando se cause perjuicio grave al interés público o lesionen derechos fundamentales de los ciudadanos.

			e) La revelación o utilización por el Letrado de la Administración de Justicia de hechos o datos conocidos en el ejercicio de su función o con ocasión de esta, cuando se cause perjuicio a la tramitación de un proceso o a cualquier persona.

			f) La utilización indebida de la documentación o información a que tengan o hayan tenido acceso por razón de su cargo o función.

			g) La negligencia en la custodia de documentos que dé lugar a su difusión o conocimiento indebido.

			h) El retraso, la desatención o el incumplimiento reiterados de las funciones inherentes al puesto de trabajo o funciones encomendadas.

			i) La utilización de las facultades que tenga atribuidas para influir en procesos electorales de cualquier naturaleza y ámbito.

			j) El incumplimiento grave de las decisiones judiciales cuya ejecución tengan encomendadas.

			k) La desobediencia grave o reiterada a las órdenes o instrucciones verbales o escritas de un superior emitidas por este en el ejercicio de sus competencias, referidas a funciones o tareas propias del puesto de trabajo del interesado, salvo que sean manifiestamente ilegales.

			l) La utilización de la condición de Letrado de la Administración de Justicia para la obtención de un beneficio indebido para sí o para un tercero.

			m) La realización de actividades declaradas incompatibles por ley.

			n) La inobservancia del deber de abstención, a sabiendas de que concurre alguna de las causas legalmente previstas.

			o) Los actos que impidan el ejercicio de los derechos fundamentales, de las libertades públicas y de los derechos sindicales.

			p) El incumplimiento del deber de atender los servicios esenciales en caso de huelga.

			q) El acoso sexual.

			r) La agresión grave a cualquier persona con la que se relacionen en el ejercicio de sus funciones.

			s) La arbitrariedad en el uso de autoridad que cause perjuicio grave a los subordinados o al servicio.

			t) Las acciones y omisiones que hayan dado lugar en sentencia firme a una declaración de responsabilidad civil contraída en el ejercicio de la función por dolo o culpa grave.

			u) La comisión de una falta grave cuando hubiere sido anteriormente sancionado por otras dos graves que hayan adquirido firmeza, sin que hubieren sido canceladas o procedido la cancelación de las anotaciones correspondientes.»

			«Se consideran faltas graves:

			a) La desobediencia expresa a las órdenes o instrucciones de un superior, emitidas por este en el ejercicio de sus competencias, referidas a funciones o tareas propias del puesto de trabajo del interesado, salvo que sean manifiestamente ilegales.

			b) El incumplimiento de las decisiones judiciales cuya ejecución les ha sido encomendada, cuando no constituya falta muy grave.

			c) La arbitrariedad en el uso de autoridad en el ejercicio de sus funciones cuando no constituya falta muy grave.

			d) La negligencia en la custodia de documentos, así como la utilización indebida de los mismos o de la información que conozcan por razón del cargo, cuando tales conductas no constituyan falta muy grave.

			e) La tercera falta injustificada de asistencia en un período de tres meses.

			f) La negligencia, la desatención o retraso injustificado en el cumplimiento de las funciones inherentes al puesto de trabajo o funciones encomendadas cuando no constituya falta muy grave.

			g) El ejercicio de cualquier actividad susceptible de compatibilidad, conforme a lo dispuesto en la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, sobre incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones Públicas, sin obtener la pertinente autorización o habiéndola obtenido con falta de veracidad en los presupuestos alegados.

			h) La falta de consideración grave con los superiores, iguales o subordinados, así como con los profesionales o ciudadanos.

			i) Causar daño grave en los documentos o material de trabajo, así como en los locales destinados a la prestación del servicio.

			j) La utilización inadecuada de los medios informáticos y materiales empleados en el ejercicio de sus funciones y el incumplimiento de las instrucciones facilitadas para su utilización, así como la indebida utilización de las claves de acceso a los sistemas informáticos.

			k) Las acciones u omisiones dirigidas a eludir los sistemas de control de horarios o a impedir que sean detectados los incumplimientos injustificados de la jornada de trabajo.

			l) Dejar de promover la exigencia de la responsabilidad disciplinaria que proceda al personal que integre su oficina, cuando conocieran o debieran conocer el incumplimiento grave por los mismos de los deberes que les correspondan.

			m) Obstaculizar las labores de inspección.

			n) Promover su abstención de forma claramente injustificada.

			o) El reiterado incumplimiento del horario de trabajo sin causa justificada.

			p) La comisión de una falta de carácter leve, habiendo sido sancionado anteriormente por resolución firme por otras dos leves, sin que hubieran sido canceladas o procedido la cancelación de las correspondientes anotaciones.»

			«Se consideran faltas leves:

			a) La falta de consideración con los superiores, iguales o subordinados, así como con los profesionales o ciudadanos, cuando no constituya una infracción más grave.

			b) El incumplimiento de los deberes propios de su cargo o puesto de trabajo o la negligencia en su desempeño, siempre que tales conductas no constituyan infracción más grave.

			c) La desatención o retraso injustificado en el cumplimiento de sus funciones, cuando no constituya falta más grave.

			d) La ausencia injustificada por un día.

			e) El incumplimiento del horario de trabajo sin causa justificada cuando no constituya falta grave.»

			
IV. IMPOSICIÓN DE SANCIONES

			En consonancia con el principio de proporcionalidad antes mencionado, dispone el artículo 468 ter LOPJ que «en la imposición de sanciones por los órganos competentes deberá observarse la debida adecuación o proporcionalidad entre la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y la sanción aplicada, considerándose especialmente los siguientes criterios para la graduación de la sanción a aplicar:

			a) Intencionalidad.

			b) Perjuicio causado a la Administración o a los ciudadanos.

			c) Grado de participación en la comisión de la falta.

			d) Reiteración o reincidencia».

			Las concretas sanciones que se pueden imponer a los Letrados de la Administración de Justicia por las faltas cometidas en el ejercicio de su cargo son, según el artículo 468 quáter LOPJ, las siguientes:

			a) Apercibimiento.

			b) Multa de hasta 3.000 euros.

			c) Suspensión de empleo y sueldo.

			d) Traslado forzoso fuera del municipio de destino.

			e) Separación del servicio.

			f) Cese en el puesto de trabajo.

			Las reglas concretas de imposición de estas sanciones se contienen en el mismo artículo 468 quáter, a tenor del cual:

			— La sanción de apercibimiento solo podrá imponerse por la comisión de faltas leves.

			— La sanción de multa solo podrá imponerse por la comisión de faltas graves.

			— La sanción de suspensión podrá imponerse por la comisión de faltas graves y muy graves, graduándose su duración en función de las circunstancias que concurran en el hecho objeto de sanción. La suspensión de funciones impuesta por la comisión de una falta muy grave no podrá ser superior a tres años ni inferior a un año. Si se impone por falta grave, no excederá de un año.

			— La sanción de traslado forzoso podrá imponerse por la comisión de faltas graves y muy graves, y el Letrado de la Administración de Justicia no podrán obtener nuevo destino en el municipio de origen durante tres años, cuando hubiese sido impuesta por falta muy grave, y durante uno, cuando hubiera correspondido a la comisión de una falta grave.

			— La sanción de separación de servicio solo podrá imponerse por faltas muy graves.

			— La sanción de cese en el puesto de trabajo solo será aplicable a los Letrados de la Administración de Justicia suplentes por comisión de faltas graves o muy graves.

			
V. INCOACIÓN EXPEDIENTE DISCIPLINARIO

			
a) Competencia (artículo 469 LOPJ)


			Se rige por las reglas siguientes:

			— La tramitación de los expedientes corresponde al Ministerio de Justicia.

			— Con carácter general la competencia para la incoación de expedientes disciplinarios a los funcionarios del Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia corresponde al Ministerio de Justicia, al Secretario de Gobierno y a los Secretarios Coordinadores Provinciales.

			— En particular, para la imposición de las sanciones serán competentes:

			i) El Secretario General de la Administración de Justicia, el Secretario de Gobierno y el Secretario Coordinador Provincial, para la sanción de apercibimiento respecto de quienes dependiesen de ellos.

			ii) El Secretario General de la Administración de Justicia, para la sanción de multa.

			iii) El Ministro de Justicia, para la sanción de suspensión, traslado forzoso, separación del servicio y cese en el puesto de trabajo.

			
b) Procedimiento disciplinario


			Está regulado en los artículos 167 y ss. del ROCSJ. Antes de entrar en el examen del procedimiento podemos destacar, con carácter general, que:

			— El órgano competente podrá practicar una información previa, oyendo a las personas u órganos que considere oportuno, la cual no interrumpirá la prescripción y en caso de incoarse el expediente disciplinario, se incorporará al mismo.

			— Durante la tramitación del procedimiento se podrá acordar la suspensión provisional del interesado por la autoridad que ordenó la incoación del mismo, a propuesta del Instructor, mediante resolución motivada y previa audiencia de aquel. Solo podrá acordarse cuando existan indicios racionales de la comisión de una falta grave o muy grave, y su duración no podrá exceder de seis meses cuando se trate de falta muy grave y de tres meses cuando se trate de falta grave.

			— Para la imposición de sanciones por faltas leves no será preceptiva la previa instrucción del expediente, salvo el trámite de audiencia al interesado, que deberá evacuarse en todo caso por el respectivo Secretario de Gobierno o Coordinador Provincial. Verificado el trámite de audiencia y practicadas las pruebas propuestas, en su caso, el Secretario de Gobierno o Secretario Coordinador dictará resolución.

			Los trámites que integran el procedimiento disciplinario pueden sintetizarse de la siguiente manera:

			i) Iniciación del procedimiento. Que tendrá lugar por acuerdo del órgano competente, bien por propia iniciativa, bien como consecuencia de denuncia, sin que se admitan las denuncias anónimas.

			ii) Acuerdo de incoación. En el que se designará un Instructor, de igual categoría, al menos, que la de aquel contra el que se dirija el procedimiento, y un Secretario que deberá tener la condición de funcionario público. Ni uno ni otro podrán estar destinados en la misma unidad de la Oficina judicial que el Letrado de la Administración de Justicia expedientado ni haber intervenido en los trámites de información previa, y les serán de aplicación las normas relativas a la abstención y recusación establecidas en la Ley del Procedimiento Administrativo Común.

			iii) Fase de instrucción. En la que el Instructor practicará las diligencias necesarias para la comprobación de los hechos, dando intervención del interesado, asistido de su Abogado o representante sindical.

			iv) Pliego de cargos, o, en su caso, propuesta de archivo del expediente.

			v) Contestación por parte del interesado, que podrá aportar cuantos documentos considere de interés y proponer las pruebas que estime necesarias para su defensa.

			vi) Admisión y práctica de las pruebas.

			vii) Traslado al interesado para formular alegaciones.

			viii) Propuesta de resolución formulada por el Instructor de la que, junto a las alegaciones del interesado, se dará traslado a la autoridad competente.

			ix) Resolución. Sin duda el trámite más importante. El ROCSJ, lo regula con detalle estableciendo las normas siguientes:

			— La resolución, que pone fin al procedimiento disciplinario, deberá adoptarse en el plazo de quince días desde la recepción del expediente por la autoridad competente y se pronunciará sobre todas las cuestiones planteadas en el mismo.

			— La resolución que ponga fin al procedimiento disciplinario deberá determinar con toda precisión la falta que se estime cometida, señalando los preceptos en que aparezca recogida, el Letrado de la Administración de Justicia responsable y la sanción que se impone.

			— La resolución habrá de ser motivada y en ella no se podrán aceptar hechos distintos de los que sirvieron de base al pliego de cargos y a la propuesta de resolución sin perjuicio de su distinta valoración jurídica.

			— Si en la resolución se estimase la inexistencia de falta o de responsabilidad del Letrado de la Administración de Justicia, se declarará concluido el expediente y se ordenará su archivo.

			— En la resolución que ponga fin al procedimiento, tanto si es sancionadora como de conclusión y archivo, se harán las declaraciones oportunas en orden a la medida de suspensión provisional que se hubiera podido adoptar durante la tramitación del procedimiento.

			— La resolución será notificada al interesado con expresión del recurso o recursos que quepan contra la misma, el órgano ante el que han de presentarse, y los plazos para interponerlos.

			— De las resoluciones por faltas muy graves han de ser informados en todo caso las Juntas o Delegados de Personal correspondientes. También deberán ser informados cuando se trate de faltas graves, salvo que el Letrado de la Administración de Justicia sancionado, debidamente preguntado sobre este extremo, manifieste su oposición a dicha comunicación.

			— La resolución deberá ser notificada al Jefe de la unidad u órgano en que desempeñe su puesto de trabajo el Letrado de la Administración de Justicia sancionado.

			Otras determinaciones que contiene el ROCSJ en relación con el procedimiento sancionador se centran en aspectos como:

			— La duración del procedimiento disciplinario, que no excederá de doce meses.

			— El régimen de recursos aplicable a las resoluciones que pongan fin al procedimiento, que será el establecido en la Ley del Procedimiento Administrativo Común.

			— La ejecución de las sanciones y su anotación en el Registro Central de Personal del Ministerio de Justicia.

			
c) Prejudicialidad penal


			Por último, en relación con la posibilidad de prejudicialidad penal, dispone el artículo 151 ROCSJ dos pautas de actuación según que el procedimiento disciplinario se haya iniciado antes o después del proceso penal.

			En el primero caso, cuando de la instrucción de un procedimiento disciplinario resulte la existencia de indicios fundados de la comisión de una infracción penal, el Instructor suspenderá su tramitación poniéndolo en conocimiento de la autoridad que hubiere ordenado la incoación para su oportuna comunicación al Ministerio Fiscal.

			En el segundo caso, la incoación de un procedimiento penal no será obstáculo para la iniciación de un expediente disciplinario por los mismos hechos, pero no se dictará resolución en este hasta tanto no haya recaído sentencia o auto de sobreseimiento firmes en la causa penal. En todo caso, la declaración de hechos probados contenida en la resolución que pone término al procedimiento penal vinculará a la resolución que se dicte en el expediente disciplinario, sin perjuicio de la distinta calificación jurídica que puedan merecer en una y otra vía.

			
VI. PRESCRIPCIÓN DE FALTAS Y SANCIONES DISCIPLINARIAS

			Están sujetas a prescripción tanto las faltas como las sanciones ya impuestas.

			
a) Prescripción de las faltas


			En cuanto a las primeras, determina el artículo 469 bis LOPJ que:

			«Las faltas muy graves prescribirán a los dos años, las graves al año y las leves a los seis meses.

			El plazo de prescripción comenzará a contarse desde que la falta se haya cometido.

			En los casos en los que un mismo hecho dé lugar a la apertura de causa penal y a procedimiento disciplinario, los plazos de prescripción de la falta disciplinaria no comenzarán a computarse sino desde la conclusión de la causa penal.

			El plazo de prescripción se interrumpirá en el momento de notificación del acuerdo de iniciación del expediente disciplinario, volviendo a computarse el plazo si el procedimiento permaneciera paralizado durante más de dos meses por causas no imputables al expedientado».

			
b) Prescripción de las sanciones


			El párrafo último de este artículo 469 bis LOPJ dispone a este respecto que «Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los dos años; las impuestas por faltas graves al año, y las impuestas por faltas leves a los seis meses. El plazo de prescripción comenzará a computarse desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución en que se imponga la sanción».
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I. LA ORDENACIÓN DEL PROCESO: SU DELIMITACIÓN

			Siguiendo a Garberí Llobregat, podemos definir el proceso como «el instrumento formal del que se sirven los órganos judiciales para ejercitar la potestad jurisdiccional y así, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, cumplimentar la función de resolver con arreglo a Derecho los conflictos de índole jurídica que se sometan a su conocimiento».

			El proceso se integra por una sucesión de actos procesales concatenados que se realizan conforme a un orden lógico legalmente preestablecido.

			En este sentido, se entiende por ordenación del proceso la actividad que persigue que el proceso, en sus distintas fases, se conduzca en la forma que establezca la ley.

			Se distingue en la doctrina entre ordenación formal y material. La primera, referida al procedimiento, incluye aquellos trámites cuyo contenido está automáticamente determinado por la ley. En cambio, la ordenación material, referida al proceso, existe cuando se debe adoptar una decisión entre las distintas alternativas que permite la ley procesal, por lo que requieren un juicio de valor.

			La ordenación formal se lleva a cabo por medio de las diligencias de ordenación, por lo que es una función exclusiva del Letrado de la Administración de Justicia. En cambio, la ordenación material corresponde tanto a aquel como al juez, ya que puede realizarse por decretos, providencias o autos.

			Dentro de la ordenación formal, rige el principio de concentración, que aparece como una medida necesaria para acelerar el procedimiento reuniendo el máximo número de actuaciones en un mismo trámite o fase del procedimiento. Es, por tanto, un principio de carácter eminentemente formal, propio o característico de los sistemas orales, lo que no obsta para que pueda dase también en los procedimientos escritos, aunque en menor medida que en aquellos.

			En síntesis, se trata de que todo el material que ha de servir de base a la decisión del Juez se acumule en una sola comparecencia o en varias muy próximas entre sí. Aparece, así, la idea de unidad de acto, objetivo que se había conseguido tanto en el proceso penal, en la fase de juicio oral, como en el proceso laboral, y que la Ley de Enjuiciamiento Civil del año 2000 ha llevado igualmente al proceso civil.

			
II. EL IMPULSO DE OFICIO

			Dentro del concepto de ordenación del proceso, adquiere singular relevancia el impulso procesal, que Prieto-Castro define como «la fuerza o actividad que produce el desenvolvimiento del proceso y lo hace avanzar hacia su fin iniciado».

			El impulso procesal puede dejarse en manos de las partes, que serán entonces las que deban solicitar que se declare terminado un trámite procesal y se abra el siguiente; o encomendarse al órgano jurisdiccional, a quien competerá dictar las resoluciones precisas para hacer avanzar el proceso sin esperar a que exista petición de parte.

			En la actualidad el impulso de oficio rige en todos los procesos, por cuanto se ha entendido que ha de quedar comprendido dentro de las facultades del órgano judicial.

			En este sentido, el artículo 237 LOPJ dice que «salvo que la ley disponga otra cosa, se dará de oficio al proceso el curso que corresponda, dictándose al efecto las resoluciones necesarias».

			En la actualidad, la función de impulsar el proceso ha sido asumida por los Letrados de la Administración de Justicia. El artículo 456.1 LOPJ establece que «El Letrado de la Administración de Justicia impulsará el proceso en los términos que establecen las leyes procesales».

			En la jurisdicción civil, la Ley de Enjuiciamiento Civil recoge este principio en el artículo 179.1: «salvo que la Ley disponga otra cosa, el Letrado de la Administración de Justicia dará de oficio al proceso el curso que corresponda, dictando al efecto las resoluciones necesarias».

			Merece también una mención el artículo 7 del Reglamento Orgánico del Cuerpo, que, tras afirmar que corresponde al Letrado de la Administración de Justicia «el impulso del proceso en los términos que establecen las leyes procesales», añade que, «en el ejercicio de esta función:

			— Dictarán las resoluciones necesarias para la tramitación del proceso, salvo aquellas que las leyes procesales reserven a Jueces o Tribunales. Estas resoluciones, como veremos más adelante, pueden revestir la forma de decretos, diligencias de ordenación, de constancia o de ejecución.

			— Garantizarán que el reparto de asuntos se realiza de conformidad con las normas que a tal efecto aprueben las Salas de Gobierno de los Tribunales de Justicia y serán responsables del buen funcionamiento del registro de recepción de documentos, expidiendo en su caso las certificaciones que en esta materia sean solicitadas por las partes.

			— Será responsabilidad de los Secretarios Judiciales la dación de cuenta, que se realizará en los términos previstos en las leyes procesales.

			— En los casos en que los Secretarios Judiciales consideren necesaria su intervención, documentarán los embargos, lanzamientos y demás actos cuya naturaleza lo requiera.

			— Expedirán los mandamientos, despachos y exhortos precisos para la ejecución de lo acordado en el procedimiento, de acuerdo con lo establecido en las leyes procesales.

			Por otro lado, en el desempeño de la función de impulsar el proceso, pueden producirse distintas situaciones de crisis procesal:

			— Las partes pueden solicitar la suspensión del proceso, que será acordada por el Letrado de la Administración de Justicia mediante decreto, siempre que no perjudique al interés general o a tercero y que el plazo de suspensión no supere los sesenta días.

			— Puede producirse la llamada caducidad en la instancia, y es que, frente a la regla general del impulso de oficio, hay actuaciones procesales cuya realización incumbe a las partes o dependen únicamente de su voluntad. La falta de acometimiento de tales actos se traduce en una inactividad que, de prolongarse durante un determinado periodo de tiempo, producirá la terminación anticipada del proceso por caducidad en la instancia.

			Así, el artículo 237 establece que «se tendrán por abandonadas las instancias y recursos en toda clase de pleitos si, pese al impulso de oficio de las actuaciones, no se produce actividad procesal alguna en el plazo de dos años, cuando el pleito se hallare en primera instancia; y de uno, si estuviere en segunda instancia o pendiente de recurso extraordinario por infracción procesal o de recurso de casación. Estos plazos se contarán desde la última notificación a las partes. Contra el decreto que declare la caducidad solo cabrá recurso de revisión».

			Ahora bien, la caducidad en la instancia no podrá declararse cuando la inactividad se deba a fuerza mayor u otra causa contraria o no imputable a la voluntad de las partes. Es por ello que la jurisprudencia considera que no cabe la caducidad en la instancia cuando la paralización del proceso se debe a un incumplimiento del deber de impulso procesal por parte del órgano judicial.

			Los efectos de la declaración de caducidad varían: a) si se declara en la primera instancia, se entenderá producido el desistimiento, por lo que podrá interponerse nueva demanda, sin perjuicio de la caducidad de la acción; b) si se declara en vía de recurso, se tendrá por desistida la apelación o el recurso extraordinario interpuesto, y por firme la resolución recurrida.

			Por lo demás, dice el artículo 240.3 que «la declaración de caducidad no contendrá imposición de costas, debiendo pagar cada parte las causadas a su instancia y las comunes por mitad».

			
III. LA DACIÓN DE CUENTA

			La dación de cuenta es el acto procesal en cuya virtud el Letrado de la Administración de Justicia expone al juez cuestiones de diferente naturaleza que se plantean en la tramitación del proceso.

			El artículo 455 LOPJ dispone que será responsabilidad del Letrado de la Administración de Justicia organizar la dación de cuenta, que se realizará en los términos establecidos en las leyes procesales.

			Por su parte, el artículo 178 LEC explica que «1. Los Letrados de la Administración de Justicia darán cuenta a la Sala, al ponente o al Juez, en cada caso, de los escritos y documentos presentados en el mismo día o en el siguiente día hábil, cuando contuvieran peticiones o pretensiones que exijan pronunciamiento de aquellos. Lo mismo harán respecto a las actas que se hubieren autorizado fuera de la presencia judicial.

			2. También darán cuenta, en el siguiente día hábil, del transcurso de los plazos procesales y del consiguiente estado de los autos cuando a su vencimiento deba dictarse la oportuna resolución por el Juez o Magistrado, así como de las resoluciones que hubieren dictado que no fueran de mera tramitación.

			3. Los funcionarios del Cuerpo de Gestión Procesal y Administrativa darán a su vez cuenta al Letrado de la Administración de Justicia de la tramitación de los procedimientos, en particular cuando esta exija una interpretación de ley o de normas procesales, sin perjuicio de informar al titular del órgano judicial cuando fueran requeridos para ello».

			
IV. RESOLUCIONES PROCESALES DE LOS LETRADOS DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

			Las resoluciones que dictan los Letrados de la Administración de Justicia pueden revestir la forma de diligencias o decretos. Con carácter preliminar, conviene resaltar algunas características comunes:

			— En toda resolución del Letrado de la Administración de Justicia deberá indicarse el nombre del que la hubiere dictado, con extensión de su firma (artículo 208.3).

			— Por imperativo del artículo 208.4 LEC, «toda resolución incluirá la mención del lugar y fecha en que se adopte y si la misma es firme o si cabe algún recurso contra ella, con expresión, en este último caso, del recurso que proceda, del órgano ante el que debe interponerse y del plazo para recurrir»,

			— Las resoluciones de los Tribunales y los Letrados de la Administración de Justicia se notificarán en el plazo máximo de tres días desde su fecha o publicación (artículo 151 LEC).

			— Al igual que las resoluciones judiciales, las dictadas por los Letrados de la Administración de Justicia pueden ser objeto de aclaración, rectificación, subsanación y complemento por los trámites de los artículos 214 y 215 LEC.

			Entrando ya en el estudio de las diligencias, estas pueden ser de ordenación, de constancia, de comunicación o de ejecución.

			De acuerdo con el artículo 206 LEC, se dictará diligencia de ordenación «cuando la resolución tenga por objeto dar a los autos el curso que la ley establezca». En consecuencia, por medio de esta resolución se lleva a cabo la función de ordenación formal del proceso, como vimos al comienzo del tema.

			Las diligencias de ordenación se limitarán a expresar lo que por ellas se mande, e incluirán además una sucinta motivación cuando así lo disponga la ley o quien haya de dictarlas lo estime conveniente (artículo 208.1 LEC).

			En cambio, las diligencias de constancia, comunicación o ejecución se dictarán a los efectos de reflejar en autos hechos o actos con trascendencia procesal. En particular, el artículo 283 LOPJ prevé el dictado de estas resoluciones «para hacer constar el día y hora de presentación de las demandas, de los escritos de iniciación del procedimiento y de cualesquiera otros cuya presentación esté sujeta a un plazo perentorio».

			Por su parte, procederá dictar decreto para admitir a trámite la demanda, para poner fin a un procedimiento del que el Letrado de la Administración de Justicia tenga atribuida competencia exclusiva, y, en cualquier tipo de procedimiento, cuando sea preciso o conveniente razonar lo resuelto.

			Algunos ejemplos de decretos definitivos, es decir, que ponen fin a un procedimiento de la competencia del Letrado de la Administración de Justicia, son:

			— El archivo del procedimiento por desistimiento del actor, cuando sea unilateral (es decir, antes de que el demandado haya sido emplazado para contestar a la demanda, o cuando esté en rebeldía) o cuando el demandado haya prestado su conformidad al desistimiento o no se opusiere a él dentro de plazo.

			— El archivo del procedimiento por satisfacción extraprocesal o carencia sobrevenida de objeto, si hubiere acuerdo de las partes.

			— El archivo del procedimiento monitorio por no haber comparecido el demandado, dando la posibilidad al acreedor de instar el despacho de la ejecución, bastando para ello la mera solicitud.

			— La aprobación de la tasación de costas.

			— La declaración de separación o divorcio de los cónyuges, cuando sea de mutuo acuerdo y no existan hijos con discapacidad con medidas de apoyo atribuidas a los progenitores, ni menores no emancipados.

			— La resolución de los expedientes de jurisdicción voluntaria que sean de su competencia.

			En virtud del artículo 208.2, los decretos serán siempre motivados y tendrán la misma estructura que los autos, es decir, «contendrán en párrafos separados y numerados los antecedentes de hecho y los fundamentos de derecho en los que se base la subsiguiente parte dispositiva o fallo».

			Conforme al artículo 213 bis LEC, «en cada Tribunal se llevará, bajo la responsabilidad y custodia del Letrado de la Administración de Justicia, un libro de decretos, en el que se incluirán firmados todos los definitivos, que serán ordenados cronológicamente».

			Para concluir con el estudio de las resoluciones del Letrado de la Administración de Justicia, conviene hacer alusión al régimen de recursos contra las mismas, que es el siguiente:

			— Contra los decretos definitivos, podrá interponerse recurso directo de revisión, que carecerá de efectos suspensivos.

			— Contra las diligencias de ordenación y decretos no definitivos cabrá recurso de reposición ante el mismo Letrado de la Administración de Justicia que dictó la resolución recurrida, salvo en los casos en que la ley prevea recurso directo de revisión.

			— El artículo 454 bis LEC determina que contra el decreto que resuelva el recurso de reposición no cabrá recurso alguno, sin perjuicio de reproducir la cuestión, necesariamente, en la primera audiencia ante el tribunal tras la toma de la decisión y, si no fuera posible, se podrá solicitar mediante escrito antes de que se dicte la resolución definitiva.

			Sin embargo, este párrafo ha sido declarado inconstitucional por el Tribunal Constitucional en su sentencia 15/2020, por entender que excluye del control jurisdiccional decisiones que pueden afectar a cuestiones relevantes en el marco del procedimiento. Por ello, añade que, hasta que el legislador se pronuncie al respecto, cabrá interponer recurso directo de revisión.

			Por último, cabe indicar que los Letrados de la Administración de Justicia también dictan resoluciones de carácter gubernativo, que reciben el nombre de «acuerdos».

			
V. LA ACTIVIDAD DE DOCUMENTACIÓN: ACTAS Y DILIGENCIAS. ACTAS EXTENDIDAS POR MEDIOS ELECTRÓNICOS

			Una de las funciones que la ley atribuye a los Letrados de la Administración de Justicia es la de documentación y formación de los autos y expedientes, debiendo dejar constancia de las resoluciones judiciales y de las dictadas por ellos mismos.
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